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En el presente Trabajo Final de Grado se aborda la regulación sobre la responsabilidad 
penal de las Administraciones Públicas ante la comisión de actos ilícitos, así como la de 
los funcionarios que desempeñan sus labores en ellas pues la corrupción se ha 
convertido en los últimos tiempos en un tema que genera gran controversia a pesar de 
que ha existido siempre. 
La responsabilidad penal de las Administraciones Públicas ha constituido un importante 
debate doctrinal en cuanto a la comisión de algunos delitos como es el delito de 
prevaricación, cohecho o malversación de caudales públicos, por citar algunos. Si bien 
no hay que olvidar que la aparición de nuevas formas de delincuencia en nuestra 
sociedad puede poner de manifiesto la insuficiente regulación legislativa a este 
respecto. El debate no es menor en cuanto a lo que se considera funcionario público 
desde la perspectiva penal, pues se trata de un concepto de gran amplitud que difiere 
del tradicional concepto de funcionario público recogido en el Derecho Administrativo. 
Ello hace necesario realizar un recorrido sobre el régimen legal existente, así como 
averiguar cuál es la posición jurisprudencial sobre este tema, sin olvidar la íntima 
relación que guarda esta temática con los Objetivos de Desarrollo Sostenible de 
Naciones Unidas y la diferente normativa europea e internacional.  
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En el present Treball Final de Grau s'aborda la regulació sobre la responsabilitat penal 
de les Administracions Públiques davant de la comissió d'actes il·lícits, així com la dels 
funcionaris que exercixen les seues labors en elles perquè la corrupció s'ha convertit en 
els últims temps en un tema que genera gran controvèrsia a pesar que ha existit sempre.  
La responsabilitat penal de les Administracions Públiques ha constituït un important 
debat doctrinal quant a la comissió d'alguns delictes com és el delicte de prevaricació, 
suborn o malversació de caudals públics, per citar alguns. Si bé no cal oblidar que 
l'aparició de noves formes de delinqüència en la nostra societat pot posar de manifest 
la insuficient regulació legislativa a este respecte. El debat no és menor quant al que es 
considera funcionari públic des de la perspectiva penal, perquè es tracta d'un concepte 
de gran amplitud que diferix del tradicional concepte de funcionari públic arreplegat en 
el Dret Administratiu. Això fa necessari realitzar un recorregut sobre el règim legal 
existent, així com esbrinar quina és la posició jurisprudencial sobre este tema, sense 
oblidar la intima relació que guarda esta temàtica amb els Objectius de 
Desenvolupament Sostenible de Nacions Unides i la diferent normativa europea i 
internacional. 
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This Final Degree Project deal about the regulation of the criminal liability of public 
administrations for the commission of illegal acts, as well, that of the public officials that 
work in them, as corruption has recently become a highly controversial theme, although 
it has always existed. 
The criminal liability of public administrations has been an important doctrinal debate 
regarding the commission of some crimes such as the crime of prevarication, 
subornation or misappropriation of public financial resources, to specifying some 
crimes. However, it should not be forgotten that the emergence of new figures of crime 
in our society could emphasize the insufficient legislative regulation in this respect. The 
discuss not least important as to what is considered to be a public official from a criminal 
law perspective, as this is a very general concept that differs from the traditional concept 
of a public official administrative. This makes it necessary to review the existing legal 
regime, as well as to discover out what the jurisprudential position is on this issue, 
without forgetting the close connection that this matter has with the United Nations' 
Sustainable Development Goals and the different European and international 
regulations. 
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ORDEN DE CONTENIDOS 
El presente Trabajo Final de Grado, de ahora en adelante, TFG, consta de la siguiente 
estructura documental:  
En el primer capitulo denominado “Introducción” se expondrá el objeto de estudio, así 
como los objetivos generales y específicos de este TFG. De esta misma manera, se 
analizarán las competencias adquiridas a lo largo de la titulación y que han sido aplicadas 
para el análisis y estudio del tema que aquí se trata. A continuación, se expondrá la 
metodología utilizada para la elaboración del documento y se dedicará un epígrafe a los 
Objetivos de Desarrollo Sostenible vinculados al tema.  
El segundo capitulo se dedica al “Marco teórico” y abarca una serie de epígrafes en los 
que se analizaran los antecedentes históricos de la responsabilidad penal en las 
Administraciones Públicas tanto en el Derecho internacional como en el Derecho 
europeo y en el español. Además, se tratarán otros temas como la personalidad jurídica 
de la Administración Pública; la responsabilidad disciplinaria como antecedente de la 
responsabilidad penal en el ámbito del derecho administrativo, así como el concepto y 
fundamento de ésta; el tipo de dolo e imprudencia atribuibles a dichos organismos; y, 
los elementos de la responsabilidad penal a tener en cuenta en el sector público.   
En el capítulo tercero denominado “Marco legal” se hablará sobre la legislación 
aplicable en distintos niveles, así como los tratados internacionales que son de 
aplicación.  
El cuarto capitulo se dedicará a analizar los diferentes delitos que pueden ser cometidos 
por el personal al servicio de las Administraciones Públicas. Concretamente, el capitulo 
recibe el nombre de “Responsabilidad penal del personal al servicio de la 
Administración Pública en delitos relacionados con la corrupción y otros delitos”. Tal 
y como podemos observar, se realizará una primera profundización y aproximación a la 
corrupción en el ámbito del sector público, cual ha sido su evolución a lo largo de estos 
años, la normativa aplicable y que responsabilidad deriva de este tipo de delitos, así 
como las instituciones que luchan contra la comisión de este tipo de ilícitos. Finalmente, 
se dedicará un apartado a tratar otro tipo de delitos contemplados en la normativa 
aplicable a los funcionarios públicos y en el Código Penal.  




En el capítulo cinco “Análisis de datos” se procederá a realizar una valoración a través 
de datos extraídos de diversas fuentes estadísticas tales como el Instituto Nacional de 
Estadística o Statista. 
Finalmente, se dedicará un apartado a “Conclusiones” y “Propuestas de mejora” a partir 
de la investigación llevada a cabo e implementando un análisis y pensamiento crítico.  
De manera complementaria, este TFG consta de una serie de “Anexos” sobre la 
diferente legislación aplicable y un apartado dedicado a la “Bibliografía” que se ha 

















1. INTRODUCCIÓN  
1.1. Objeto de estudio  
El objeto de estudio del presente TFG, es realizar un análisis sobre la responsabilidad 
penal existente en las Administraciones Públicas dado que el derecho vigente les 
reconoce personalidad jurídica propia y por tanto se presume que son sujetos 
responsables de derechos y obligaciones.  
El motivo por el cual se ha elegido este tema no es otro que el vislumbrar hasta que 
punto una Administración Pública puede ser responsable penalmente, pues se trata de 
una institución gestionada por funcionarios públicos de diferentes rangos. Actualmente, 
es uno de los asuntos más relevantes y polémicos incluso a nivel internacional por la 
comisión de diferentes actos ilícitos por funcionarios públicos. No hay que olvidar que 
la Administración posee personalidad jurídica propia y por tanto se presupone que es 
sujeto responsable de sus propias actuaciones.  Si bien, la responsabilidad penal de la 
Administración está íntimamente ligada al principio societas delinquere non potest, lo 
que durante mucho tiempo ha conllevado que estas instituciones no fueran 
responsables penalmente de sus actos, dejando esta responsabilidad a la persona física 
que cometía el delito y que en muchos de estos casos suele ser el funcionario que 
desempeña sus tareas en estas instituciones. Sin bien, analizaremos la posibilidad de 
igualar esta responsabilidad en ambas figuras, es decir, si la Administración como 
persona jurídica puede ser sujeto de derechos y deberes y responsable penalmente. 
Para ello, se deberá precisar si se trata de personas jurídicas en los términos recogidos 
en la legislación para otros sectores. Pues, el artículo 31 bis CP introduce en el año 2010 
una modificación que exceptúa esta regla y establece que serán responsables “De los 
delitos cometidos en nombre o por cuenta de las mismas”, “por sus representantes 
legales” o por aquellos que “están autorizados para tomar decisiones en nombre de la 
persona jurídica u ostentan facultades de organización y control dentro de la misma”.  
Debemos partir aquí del artículo 35 CC, el cual establece que son personas jurídicas las 
corporaciones, asociaciones y fundaciones a las que se les reconozca un interés público 
y estas lo serán desde el momento de su constitución. Asimismo, el artículo 38 CC añade 
que “Las personas jurídicas pueden adquirir y poseer bienes de todas clases, así como 




contraer obligaciones y ejercitar acciones civiles o criminales”, lo que podría coincidir, 
por ejemplo, con la actividad expropiatoria de la AP. Y en este orden de cosas, el artículo 
3.4 de la Ley 40/2015, de 1 octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público establece 
que “Cada una de las Administraciones Públicas del artículo 2 actúa para el 
cumplimiento de sus fines con personalidad jurídica única”, haciendo referencia aquí a 
la AGE, Administraciones de las CCAA, Entidades que integran la Administración Local y 
el sector público institucional. 
Por otro lado, el concepto de funcionario tiene especial relevancia si tenemos en cuenta 
que buena parte de los delitos de la parte especial de esta materia legislativa deben ser 
cometidos por esta figura. Partimos del concepto desarrollado por la R.A.E, según el cual 
un funcionario o funcionaria es aquella persona que desempeña un cargo o empleo 
público. Si bien, la mayor diferencia radica entre el concepto desarrollado por el Derecho 
Penal y por el Derecho Administrativo. El artículo 24.2 CP define funcionario como “todo 
el que por disposición inmediata de la Ley o por elección o por nombramiento de 
autoridad competente participe en el ejercicio de funciones públicas”, dejando así de 
lado algunas características específicas del Derecho Administrativo como por ejemplo la 
permanencia en el puesto o la participación en la función pública, siendo así menos 
generalista tal y como (Javato Martín, 2011) reconoce al señalar que  
“La nota esencial que caracteriza al funcionario administrativo es su 
incorporación a la Administración en régimen de Derecho público y de manera 
permanente, voluntaria y profesional. Por contra, la noción penal se construye 
principalmente sobre el dato de la efectiva participación del ejercicio de las 
funciones públicas, sin que se precise la incorporación del sujeto”. 
Cabe definir conceptos tales como “responsabilidad” del latín “responsum” que deriva 
del verbo latino “respondere”1. Según la R.A.E la responsabilidad puede definirse como 
“Deuda, obligación de reparar y satisfacer, por sí o por otra persona, a consecuencia de
 un delito, de una culpa o de otra causa legal.”, aunque el concepto que más nos 
interesa aquí es el que realiza para el ámbito legal que es “Capacidad existente en todo 
 
1 Este verbo se conforma a su vez del prefijo re- (repetir una acción) y el verbo latino “spondere” que 
habla del compromiso y la obligación que una persona tiene sobre algo.  




sujeto activo de derecho para reconocer y aceptar las consecuencias de un hecho 
realizado libremente”. Para una mayor comprensión de los apartados siguientes cabe 
definir los siguientes conceptos: 
- Responsabilidad disciplinaria. Es aquella que deriva del ejercicio de una función, 
puesto o cargo y que se desarrolla por la prestación de un servicio. Conlleva un 
régimen de sanciones diferentes que puede dar lugar a la perdida de la condición 
profesional obtenida o a la privación de ejercer por un tiempo determinado, 
entre otras.  
- Responsabilidad subsidiaria. Según el Diccionario Panhispánico del Español 
Jurídico, en adelante DPEJ, caben dos definiciones según la materia a tratar. En 
Derecho Administrativo se define como “Responsabilidad sancionadora indirecta 
que entra en juego en defecto de la directa y principal del infractor” y en derecho 
penal como “Responsabilidad civil que nace en defecto de responsabilidad 
directa. Puede corresponder a personas que ejercen la patria potestad, 
guardadores legales o de hecho, personas jurídicas o el Estado y demás entes 
públicos”. En cualquier caso, es aquella responsabilidad que nace en defecto de 
la responsabilidad principal.  
- Responsabilidad solidaria. Puede definirse como una obligación conjunta entre 
dos personas o entre dos entes u organismos. Estaríamos ante un reparto de 
dicha responsabilidad, por ejemplo, entre varios funcionarios de un mismo 
servicio o servicios distintos que han cometido un acto ilícito en conjunto.  
Además, en el ejercicio de su cargo, los funcionarios públicos pueden incurrir en tres 
tipos de responsabilidad distintas:  
- Responsabilidad civil. Se regula en la Ley 40/2015, de Régimen Jurídico del 
Sector Público (art 36.2) y se produce cuando un funcionario causa un perjuicio 
a un tercero que normalmente es el administrado, debiendo responder con 
posterioridad ante la Administración a la que el administrado haya solicitado una 
indemnización. El daño también puede ocasionarse directamente a la 
Administración.  




- Responsabilidad penal.  Se produce cuando se lleva a cabo una conducta 
tipificada en la ley como delito, ya sea por acción u omisión, y en el ejercicio de 
sus funciones. Deberán darse los elementos necesarios para que la conducta 
pueda encuadrarse en alguno de los delitos previstos en el CP.  
- Responsabilidad administrativa o disciplinaria. Incurrirán en dicha 
responsabilidad cuando sus actos contravengan el ordenamiento jurídico 
administrativo o desarrollen su actividad de manera deficiente, derivando en una 
posible falta o sanción.  
Asimismo, a lo largo del TFG analizaremos el marco legal existente para aportar nuevas 
perspectivas que podrían introducirse en nuestro sistema, pues veremos si a nivel 
internacional o europeo la regulación de esta materia es distinta y que herramientas se 
utilizan para atajar los diferentes problemas, así como sí sería posible implementarlas 
con nuestra actual legislación.  
1.2. Objetivos generales y específicos  
El objetivo general de este trabajo es analizar la responsabilidad penal derivada de las 
actuaciones llevadas a cabo en el marco de la actividad de las Administraciones Públicas 
mediante el estudio de la legislación vigente, así como del Derecho comparado2. Se trata 
de observar si las Administraciones en el ejercicio de sus funciones pueden derivar en 
responsabilidad por si mismas o si dicha responsabilidad se atribuye a las personas 
físicas que prestan servicios en las mismas, sin olvidar los delitos que pueden ser 
cometidos por los funcionarios públicos, así como las instituciones que se encargan de 
prevenirlos.  
En cuanto a los objetivos específicos, destacan:  
I. Analizar el concepto y alcance de la responsabilidad penal en las administraciones 
públicas de acuerdo con su evolución y legislación vigente.  
II. Analizar el marco legal desde el punto de vista estatal, europeo e internacional.  
 
2 De los diferentes ordenamientos jurídicos de otros países.  




III. Examinar los mecanismos de actuación que posee la Administración para detectar y 
hacer frente a la corrupción, así como a otros delitos previstos en el Código Penal.  
IV. Determinar la responsabilidad de la Administración Pública ante la comisión de un 
delito por alguno de los funcionarios que desarrollen su trabajo en ellas. 
V. Realizar un análisis comparativo con otros países europeos e internacionales.  
VI. Analizar y desarrollar los Objetivos de Desarrollo Sostenible vinculados con este 
trabajo.  
1.2. Aplicación de competencias vinculadas a la titulación  
A lo largo de este TFG se ha hecho uso de una serie de competencias que han sido 
adquiridas a lo largo de estos años en el Grado de Gestión y Administración Pública y 
que nos han permitido realizar un análisis y comprender la temática que aquí se aborda, 
tales como el análisis y resolución de problemas, para el análisis y comprensión de la 
diferente normativa que abarca el campo de estudio permitiendo así comprender la 
regulación jurídica de la responsabilidad penal de la Administración Pública, así como su 
marco legal  en el derecho español y comparado, los delitos que solo pueden ser 
cometidos por funcionarios públicos y que se contemplan especialmente en nuestro CP, 
así como las instituciones que hacen frente a los mismos, entre otros; pensamiento 
crítico, en cuanto el estudio de esta temática nos lleva a proponer una serie de mejoras 
que beneficien la labor administrativa, sin perjudicar a terceros tales como los 
ciudadanos o la propia administración; comprensión e integración, dado que al final de 
este trabajo de investigación se han alcanzado una serie de conclusiones, teniendo una 
idea clara de la materia objeto de estudio; y, finalmente, conocimiento de problemas 
contemporáneos, dado que temas como el de la corrupción o los delitos que pueden 
ser cometidos por los funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones, son  temas 
que preocupan a la sociedad desde hace ya algún tiempo y se ha constituido como uno 
de los grandes problemas de la función pública.  
Por lo que respecta a las asignaturas de la titulación con las que más guarda relación 
este trabajo, podemos destacar:  




- Informática aplicada, para la correcta plasmación de este TFG a través de las 
diferentes herramientas informáticas que se han estudiado a lo largo de la 
asignatura.  
- Sociología, para el análisis y resolución del problema que abarca el campo de 
estudio y que guarda una estrecha relación con la forma que tiene la sociedad 
de comportarse, lo que lo convierte en un conflicto de tipo social.  
- Derecho Administrativo, Estructuras Administrativas y Gestión Jurídico 
Administrativa I y II, para el conocimiento del orden contencioso administrativo 
y el funcionamiento de las Administraciones Públicas en general, así como su 
estructura interna, el régimen normativo que deben seguir los funcionarios y las 
consecuencias de no cumplirlo, así como la potestad sancionadora de aquella.  
- Introducción a la Estadística y Estadística Aplicada, asignaturas a través de las 
cuales se han estudiado diversas técnicas para el análisis de datos de forma que 
se ha podido obtener información relevante que permita llegar a conclusiones 
fundadas. También se estudió de forma relevante la Agenda 2030 y los Objetivos 
de Desarrollo Sostenible. 
- Derecho Constitucional. Asignatura relevante junto a otras que permite el 
conocimiento de los derechos de los ciudadanos a ejercer frente a las 
Administraciones. 
- Dirección Estratégica de Organizaciones Públicas, en tanto se analizaron los 
derechos y deberes de los funcionarios públicos, así como su código ético, desde 
una visión de la Nueva Gestión Pública. 
- Políticas Públicas y Técnicas de Participación Ciudadana, por cuanto la 
colaboración de la ciudadanía es esencial para atajar problemáticas como la 
corrupción y se debe diseñar un modelo de participación que abarque a todos 
los sectores de la población y contribuya a una mejora de las organizaciones 
públicas.  
1.3. Metodología  
La metodología utilizada a lo largo de este TFG se basará en la utilización de datos 
cualitativos y cuantitativos procedentes de fuentes secundarias como la recopilación de 
datos y el estudio de datos de fuentes estadísticas como Statista. También se recurrirá 




a artículos y libros de profesionales en la materia, así como artículos de prensa, y se 
analizará diversa normativa jurídica procedente del Boletín Oficial del Estado (BOE), del 
Diario Oficial de la Generalitat Valenciana (DOGV) y de otros organismos 
gubernamentales como la Organización de las Naciones Unidas (ONU) o la Unión 
Europea (UE), entre otros, que pueda estar vinculada directa o indirectamente con el 
tema a tratar, realizando un repaso sobre cómo se ha pronunciado la jurisprudencia a 
este respecto, lo que nos servirá para entender y aplicar los principales criterios 
utilizados por jueces y magistrados.  
Una vez reunida toda la información necesaria, se utilizará el método deductivo para 
llegar a la resolución y comprensión del conflicto a analizar. 
1.4. Agenda 2030: ODS vinculados con este trabajo  
La Agenda 2030 es una agenda internacional que abarca el periodo 2016-2030 y su lema 
es ‘Transformar nuestro Mundo’. Su objetivo es erradicar la pobreza y favorecer un 
desarrollo sostenible e igualitario. También lucha por los derechos humanos de todas 
las personas, por la igualdad de género y por el empoderamiento de todas las mujeres 
y las niñas.  Cabe destacar que gira en torno a 5 ejes: planeta, personas, prosperidad, 
paz y alianzas.    
Se estructura en 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) y 169 metas a alcanzar 
antes del año 2030. No son novedad, pues beben de sus antepasados, los Objetivos de 
Desarrollo del Milenio, suscritos en el periodo 2000-2015. Por tanto, lo que pretenden 
es acabar las tareas que quedaron pendientes en dicho periodo, pero siendo más 
participativos, ambiciosos, y, lo más importante, universales.    




Los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) tratan sobre temas diversos, pero cada uno 
de ellos se interrelaciona con los demás.  
La Agenda 2030 nos involucra a todos, tanto a la sociedad civil, como a las instituciones, 
Comunidades Autónomas, Gobiernos, ONG’s, etc., ya que el impacto de los problemas 
que en ellos se tratan, generan un interés de carácter mundial. Por ello, todos los países 
que se han comprometido con ella deben cumplir con los ODS y con sus metas.  
En la actualidad, según el Índice ODS 2017, elaborado por primera vez desde el 
nacimiento de la Agenda 2030, pocos países están cumpliendo con los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible. La mayor parte de los países de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) tienen graves problemas para llevar 
adelante los objetivos, como aquellos relacionados con el cambio climático, la 
conservación de los ecosistemas o consumo y producción sostenibles. Los países que 
lideran dicho ranking, y, por tanto, están siendo capaces de cumplir con la Agenda 2030,  
son Suecia, Dinamarca y Noruega.    
En cuanto a España, se encuentra en el nivel 30 del ranking de países, y, pese a los 
esfuerzos que se están realizando, tiene graves dificultades para cumplir con los ODS, 
apareciendo en rojo aquellos relacionados con el trabajo decente y crecimiento 
económico; industria, innovación e infraestructura; producción y consumo 
responsables; acción por el clima; vida submarina; y, vida de ecosistemas terrestres.  Por  
ILUSTRACIÓN 1. Los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
FUENTE: Organización de las Naciones Unidas 




lo que se refiere al resto de ODS, su grado de cumplimiento no es muy elevado y todavía 
se necesita trabajar mucho en todas y cada una de las materias.    
Por lo que se refiere a su vinculación con el tema tratado en este TFG cabe destacar que 
muchos de los problemas a los que se enfrentan las Administraciones Públicas hoy día 
impiden cumplir con algunos de los ODS que recoge la Agenda. Muchas de estas 
instituciones han tratado de integrarla promoviendo políticas tendentes a la 
consecución de los objetivos marcados por la misma, así como las diferentes metas.  
Este trabajo aborda tanto de manera directa como indirecta los ODS y de que manera 
podemos cumplir con ellos, pues se tratan algunos temas tales como la corrupción, la 
malversación u otro tipo de delitos que afectan a nuestra sociedad en el seno de las 
instituciones públicas.  
El objetivo principal del presente trabajo es analizar quien es el sujeto penalmente 
responsable en el caso de comisión de ilícitos en el ámbito de las Administraciones 
Públicas y que tipo de ilícitos se pueden llegar a cometer. Si observamos la estructura 
de los 17 ODS podemos llegar a la siguiente conclusión: 
El presente trabajo tiene su base directa en los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
número 16 (Paz, Justicia e Instituciones Sólidas) y número 17 (Alianzas para lograr los 
Objetivos). Asimismo, se puede establecer una relación indirecta con otros ODS como 
con el número 8 (Trabajo decente y crecimiento económico) y número 10 (Reducción 
de las desigualdades).  
En definitiva, el tema que abarca nuestro estudio se vincula con los siguientes ODS y 
metas:   
• ODS 8. Trabajo decente y crecimiento económico. Se trata de conseguir un 
empleo público inclusivo y decente. Con la mejora de las condiciones laborales 
en el seno de la Administración se puede evitar que los funcionarios se vean 
tentados a cometer ciertos actos ilegales. No se trata únicamente de una mejora 
en las condiciones económicas, sino también en la forma de acceso a la función 
pública o en la forma de escalar dentro de los propios niveles, por citar algunos 




ejemplos. Se debe mejorar un sistema que hoy ha quedado obsoleto y con el cual 
muchos funcionarios no se sienten valorados o realizados profesionalmente.  
Las metas con las que se relaciona son: 
- 8.5. Pleno empleo y trabajo decente; 
- 8.8. Derechos laborales y trabajo seguro. 
• ODS 10. Reducción de las desigualdades. Reducir la desigualdad en el seno de la 
Administración Pública con el fin de que en cada puesto haya una proporción 
igualitaria de sexos, así como favorecer el acceso de personas jóvenes, 
rejuveneciendo la plantilla de dichas instituciones. Se debe realizar un control 
más eficiente en la forma de acceso, reducir los favoritismos en la corrección de 
los exámenes tratando de evitar que el jurado tenga relación con alguno de los 
aspirantes, de manera que se propicie la imparcialidad.  
Las metas con las que se relaciona son: 
- 10.2. Inclusión social, económica y política; 
- 10.3. Igualdad de oportunidades; 
- 10.4. Políticas fiscales, salariales y de protección social.  
• ODS 16. Paz, Justicia e Instituciones Sólidas. Las Administraciones Públicas a 
través de sus correspondientes funcionarios tienen el deber y la obligación de 
servir a los ciudadanos sin realizar actuaciones negligentes que conduzcan a un 
beneficio personal. La lucha contra la corrupción se ha convertido en uno de los 
temas más controvertidos por haberse producido un incremento de casos en los 
últimos años, lo que supone un desafío a la hora de cumplir con este objetivo. Es 
por ello por lo que muchas de estas instituciones han implantado portales de 
transparencia donde se rinden cuentas, como forma de ser más transparentes y 
luchar contra la corrupción. Asimismo, se intenta promover la participación 
ciudadana en diversos ámbitos, como es el caso de los presupuestos 
participativos. De esta manera los ciudadanos deciden de entre varias opciones 
en que invertir el presupuesto de un municipio, de manera que ese dinero no 
pueda destinarse a otras cosas o ser desviado de su finalidad.  
Las metas con las que se relaciona son: 
- 16.5. Corrupción y sobornos;  
- 16.6. Instituciones eficaces y transparentes;  




- 16.7. Participación ciudadana; 
- 16.10. Acceso a la información y libertades fundamentales. 
• ODS 17. Alianza para conseguir los objetivos. Trabajar de manera unida entre 
todas las instituciones se convierte en algo fundamental para conseguir el resto 
de los objetivos, así como para cumplir con cada una de las metas que establece 
la Agenda 2030. Por lo tanto, con este objetivo lo que se pretende es la 
colaboración entre instituciones públicas, privadas y dependientes de aquellas 
con el fin de fomentar una actividad más transparente y evitar la comisión de 
ilícitos en el seno de estas.  
Las metas con las que se relaciona son: 
- 17.14. Coherencia de políticas; 







ILUSTRACIÓN 2. ODS vinculados con este TFG 
Fuente: elaboración propia 




2. MARCO TEORÍCO  
 
2.1. Antecedentes históricos  
Las personas jurídicas no han sido sujetos responsables penalmente siempre, si bien 
dicha responsabilidad ha venido siendo exigida hasta la reforma del CP por la LO 5/2010 
por la que se modificaba la LO 10/1995, así como por la posterior reforma LO 1/2015. 
Sin embargo, si se les podía exigir responsabilidad en otros ámbitos como en el 
administrativo, el civil o el mercantil, por citar algunos. Esto se debe a que en materia 
penal la naturaleza de las propias penas impedía que a dichos entes se les pudiera exigir 
culpabilidad3. Tras dicha reforma, comienzan a incluirse como presuntos responsables 
de conductas ilícitas, dejando de lado, tal y como se ha comentado con anterioridad, el 
famoso principio societas delinquere non potest4, el cual impedía la atribución a las 
mismas de dicha responsabilidad, lo que derivaba en palabras de (Pérez Arias, 2014) en 
la ‘exclusión total de la persona jurídica de las formas posibles de autoría y participación 
delictiva’.  
Sin embargo, debemos remontarnos al hoy conocido como Derecho Romano que llega 
a contemplar la posibilidad de atribuir ilícitos de manera grupal. Nos referimos aquí a la 
Gens, un tipo de agrupación civil que se basaba en lazos solidarios por los cuales se 
establecían nexos de unión entre los gentiles5. Estos no podían abandonar el grupo, por 
los que eran castigados de manera colectiva atendiendo a este principio de solidaridad.  
Más adelante, ya entrada la Revolución Francesa y con el denominado Derecho Penal 
Liberal se establece que solo las personas físicas pueden ser imputadas criminalmente 
por poseer características propias que propician la imputación del castigo, por lo que se 
restringe de alguna manera la posibilidad de castigar a los entes jurídicos.  
No obstante, debemos remontarnos a los siglos XVIII y XIX con la doctrina anglosajona 
del Common Law6, según la cual los señores eran responsables de las acciones ilícitas 
cometidas por sus sirvientes, llegando a presumirse que los mismos habían dado la 
 
3 Cabe recordar que la responsabilidad penal se basa en el principio de culpabilidad y personalidad de 
las penas.  
4 Cuyo significado es: Una sociedad no puede delinquir. 
5 Hace referencia a los ciudadanos romanos de la época.  
6 Sistema jurídico anglosajón vigente en la mayoría de los países de habla inglesa.  




orden de llevar a cabo dicha acción, aun de manera indirecta. Posteriormente, dicha 
doctrina anglosajona atribuye dicha responsabilidad a las corporaciones, pero solo en 
aquellos ilícitos en los que se produzca omisión o el incumplimiento de una obligación, 
pues para el resto de ilícitos, atendiendo a la teoría causalista y finalista que veremos 
más adelante y que forman parte de la teoría del delito, se requiere de un movimiento 
corporal llevado a cabo por una orden cerebral que no puede atribuirse a ningún ente 
jurídico. Esto se debe a que en la formulación de la teoría del delito y la conformación 
de las penas siempre se ha tomado como referencia a la persona humana por su 
capacidad de realizar movimientos corporales voluntarios e involuntarios, así como por 
su capacidad de perpetrar un plan dirigido hacia una finalidad concreta.  
Concretamente, es en el siglo XIX cuando los tribunales comienzan a atribuir 
responsabilidad penal a las corporaciones para casos de malversación. Un ejemplo es el 
caso Queen v. Great North of England Railway en 1846. Según (Wong, 2012) ‘The courts 
recognised that the distinction between nonfeasance and misfeasance was specious 
since the unlawful act could often be characterised as both nonfeasance and 
misfeasance’, por lo que se hacía necesario una intención específica y en muchas 
ocasiones la misma no podía ser atribuida a dichos órganos dado que por si mismos 
carecían de conciencia propia para cometer tal acto y, por tanto, no gozaban de 
capacidad de acción.  
2.1.a. Antecedentes en el Derecho Internacional 
Los altos niveles de corrupción han propiciado que se introduzca en numerosos países 
la necesidad de una regulación legal que contemple a las personas jurídicas como 
responsables penales. Ha sido en el ámbito internacional donde este hecho se ha 
producido primero por recomendación de las propias instituciones como forma de 
evitar que ciertos entes puedan delinquir.  
Uno de los primeros antecedentes internacionales lo encontramos en la Convención de 
Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional7, celebrada en Nueva 
York el 15 de noviembre del 2000, así como la celebrada con posterioridad el 31 de 
 
7 Artículo 10  




octubre de 20038, si bien, de este marco legal hablaremos más adelante. Lo que cabe 
destacar aquí es el hecho de que los Estados firmantes intentaron establecer un marco 
jurídico eficaz contra la corrupción, una de las principales causantes de la problemática 
que aquí nos acontece dado que se utiliza a estos entes como vehículo para perpetrar 
delitos en su mayoría económicos.  
Algunos de los países más implicados a este respecto son:  
• Chile. Tras su ingreso en la OCDE, introduce por primera vez con la Ley 20.3939 
la responsabilidad penal de las personas jurídicas, aunque no de todas. ¿El 
motivo? Su exigencia por parte de la propia OCDE, pues ingresar en la misma es 
uno de los mayores desafíos ante los que se puede encontrar un Estado, dado 
que implica algunas tareas como ser un país democrático, adoptar o modificar 
ciertas políticas públicas, así como una ardua tarea en la lucha contra la 
corrupción, entre otras. Por lo tanto, en el caso de este país se tramito con 
urgencia para propiciar su ingreso en dicho organismo, abandonando en ese 
mismo instante y con poco margen para su estudio el principio societas 
delinquere non potest. De este modo, según (Basualto Hernández, 2010) 
existirían al menos dos modelos de responsabilidad penal  
“Por una parte un modelo de responsabilidad derivada, conforme al cual 
se hace recaer sobre la persona jurídica la responsabilidad penal de una 
persona natural en virtud de algún criterio de conexión entre una y otra, 
generalmente la circunstancia de ser la persona natural órgano o al 
menos subordinado del ente moral. Por la otra un modelo 
de responsabilidad autónoma u originaria, de acuerdo con el cual la 
responsabilidad surge directamente de una conexión entre el hecho 
prohibido y una característica de (o un cierto estado de cosas en) la 
entidad, siendo irrelevante la eventual responsabilidad de una persona 
natural” 
 
8 Artículo 26 
9 Con anterioridad a esta ley se establecían ciertas sanciones por los tribunales chilenos, pero de 
pequeño impacto. 




Es decir, un modelo que tiene en cuenta a la persona física y que la conecta 
directamente con el hecho que se le imputa al ente convirtiéndolo en 
responsable, y otro modelo en el cual es irrelevante la intervención de un 
particular para exigir dicha responsabilidad.  
Lo cierto es que, en la Ley 20.393 se ha optado por ese modelo de 
responsabilidad derivada que tiene en cuenta la intervención de un sujeto, si 
bien no se habla de cualquier persona natural, sino de aquellas que tengan una 
conexión directa con la organización, bien perteneciendo a la dirección de esta, 
que se encuentre bajo la supervisión de aquella o que tenga una relación directa 
u análoga. Además, se debe poder demostrar que se actúa para su propio 
beneficio, aunque según (Basualto Hernández, 2010) se trataría de algo subjetivo 
en cuanto sería algo difícil de probar y no es difícil que haya otros propósitos que 
no se deben dejar de lado.  
• Colombia. La legislación en materia de responsabilidad de las personas jurídicas 
en esta materia llego mucho antes que en Chile. La primera ley data de 1999 y 
es la Ley 491 sobre Seguro Ecológico, donde se contempla por primera vez que 
las empresas sean responsables penalmente si causan algún atentado contra el 
medio ambiente. Sin embargo, la misma se acabo aboliendo por no contar con 
un procedimiento especifico con el que juzgar a dichos entes. De esta manera, la 
sentencia C-843/99 establece que “En ningún momento la disposición señala 
cuándo debe el juez aplicar una u otra sanción, ni especifica sus límites, pues no 
establece cuál es el término máximo de la suspensión de la obra o actividad, o 
del cierre, ni el monto máximo o mínimo de la multa. Esa mera enunciación de 
sanciones penales, sin definir límites y elementos ciertos de aplicación de las 
distintas penas, viola del principio de legalidad, pues será el fallador, con criterios 
subjetivos, quien determine, con posterioridad a la ocurrencia de los hechos, cuál 
es la pena aplicable” y añade que “La sola circunstancia de ser "involucrado" a 
unos hechos que son punibles no puede constituir un tipo penal, ni tampoco ser 
la conducta punible como tal”. En este sentido, la Ley 491 y más concretamente 
su artículo 26 queda sin eficacia por tratarse de un instrumento legal ambiguo, 
lo que no interfiere con los fallos de otras sentencias que prevén el 
establecimiento de penas o sanciones cuando cometan otros tipos penales.  




Así pues, en la actualidad no existe una regulación especifica en esta materia, lo 
que supone un problema dado que nos encontramos ante uno de los países, por 
un lado, con mayores niveles de delincuencia organizada y, por otro, con altos 
niveles de incumplimiento en materia de medio ambiente. Según (Tolosa Russi, 
2016) “Colombia está dentro de los países a nivel mundial más ricos en 
biodiversidad y recursos naturales, la protección de los mismos tiene que ser una 
política primordial del Estado, que debe desarrollarse a través de todos los 
frentes posibles” y añade que “la actividad empresarial e industrial es una de las 
fuentes de mayores lesiones al medio ambiente”, lo que evidencia los graves 
problemas que sufre el país a este respecto. Cierto es que han sido numerosos 
los intentos de aplicar una política por la cual respondan las personas jurídicas. 
La última propuesta fue llevada a cabo por Edward Rodríguez, que llevo ante el 
Senado de Colombia una proposición por la cual las personas jurídicas 
responderían por delitos como aquellos cometidos contra la Administración 
Pública, el medio ambiente o el patrimonio público, entre otros. Si bien, dicho 
Proyecto de Ley fue archivado de acuerdo con el artículo 190 de la Ley 5º de 1992 
y el artículo 375 de la Constitución.  
• Argentina. Establece por primera vez en el año 2017 con la Ley 27.401 la 
responsabilidad penal de las personas jurídicas para delitos relativos al cohecho, 
negociaciones incompatibles con el ejercicio de la función pública o 
enriquecimiento ilícito de funcionarios, entre otros. Asimismo, en el año 2018 se 
crea un registro de antecedentes penales de personas jurídicas. En este sentido, 
la citada ley habla de una responsabilidad penal muy concreta para un número 
de delitos acotados y así lo establece (Cesano, 2018) al señalar que “el sistema 
de responsabilidad penal que establece la ley Argentina es de carácter especial”. 
Con anterioridad a esta Ley, no existía una norma única en la que se regulara 
este tema, sino que se concentraba en varias leyes como la Ley 19.359/71 de 
Régimen Penal Cambiario o la Ley 24.051/92 que regula el uso de residuos 
peligrosos, por citar algunas. ¿Qué es lo que lleva a Argentina a promulgar esta 
ley? De nuevo, el compromiso con la OCDE para luchar contra la corrupción de 
los Funcionarios Públicos en materia de Transacciones Comerciales 
Internacionales, lo que según (Cesano, 2018) parece “ser el resultado de la 




presión de grupos económicos internacionales – en este caso la OCDE – que no 
sólo marcan la agenda legislativa sino que, además, catalizan sus productos 
normativos con notas de perentoriedad”. Sin embargo, dicho compromiso fue 
asumido en 1997, por lo que la promulgación de esta ley, tal y como podemos 
comprobar, llego con bastante retraso.  
• Brasil. Realiza su primera regulación en 1988 a través de su Carta Magna. 
Posteriormente, podemos encontrar en diversas leyes referencias a la 
responsabilidad de las personas jurídicas en materia de delitos contra el medio 
ambiente y blanqueo de capitales. Asimismo, el STJ en estos últimos años se ha 
pronunciado respecto a esta temática estableciendo que la persona jurídica 
podrá ser responsable por si misma de delitos en materia ambiental. Según 
(Jardel de Freitas, 2014) “la persona colectiva, podrá ser considerada responsable 
por los delitos ambientales, puesto que haiga intervención directa del 
responsable por la persona jurídica en el daño ambiental”, para lo que es 
necesario que se actúe en el nombre de la empresa y como causa de la actividad 
que se desarrolla. Así pues, (Jardel de Freitas, 2014) añade que “La 
responsabilidad de las entidades colectivas no se basa en la culpa individual, sino 
una responsabilidad social, que afecta a todos”, lo que se debe a que no se esta 
actuando para un beneficio particular, sino para favorecer al organismo al que 
pertenezca, de ahí que la responsabilidad sea colectiva.  
• Estados Unidos. En el caso de Estados Unidos, destaca la sentencia de 23 de 
febrero de 1909 del Tribunal Supremo Federal Sobre NY Central & Hudson River 
Railroad v. US como precedente a cualquier otra legislación. En este caso, la 
empresa NY Central & Hudson River Railroad fue condenada al pago de una suma 
de dinero por un delito contra la libre competencia, amparándose este tribunal 
en la doctrina del respondeat superior10 que procede del Derecho Civil. Tal y 
como establece (Caro, 2019) “Es un fallo histórico porque consagró, a nivel 
Federal, la tendencia expansiva de la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas que, en los Estados Unidos, venía imponiéndose desde el siglo XIX en las 
Cortes estatales, y que se afianzó durante el siglo XX hasta convertirse en una de 
 
10 Doctrina según la cual los empresarios responden por los actos que cometan sus empleados.  




las manifestaciones más importantes de la justicia penal extraterritorial para 
criminalizar a las empresas, como da cuenta la aplicación negociada y judicial de 
la Foreing Corrupt Practices Act (FCPA)”, lo que refleja la importancia que ha 
tenido esta sentencia en la posterior legislación. Es por ello por lo que podemos 
decir que Estados Unidos cuenta con una larga tradición a este respecto a 
diferencia de otros países.  
Tras dicha sentencia, entre los años 1920 y 1950 se expande la persecución de 
esta clase de delitos en el seno de las organizaciones. De esta misma manera, el 
legislador estadounidense empieza a consolidar una serie de normas cuyos 
principales destinatarios son las organizaciones. Cabe citar leyes como la 
Securities Act de 1934 que regulaba el mercado de valores; la Mann-Elkins Act 
de 1910, sobre tarifas ferroviarias; o, la Food, Drug, and Cosmetic Act de 1938. 
De esta manera, según (García Villegas, 2016) en el modelo estadounidense “lo 
que existe es una transferencia de responsabilidad desde el representante o 
empleado de la persona jurídica que comete el delito, a esta misma; que es 
culpable del hecho porque lo es aquél”, si bien “no implica la extinción de la 
responsabilidad del propio directivo o empleado; como tampoco, y a la inversa, 
la condena penal de la persona jurídica exigirá la de la persona física, pues será 
posible la condena de unas de estas entidades sin que a su vez se condene a la 
persona física en cuestión, sin la que ni siquiera se tendrá que haber formulado 
acusación”. Así pues, en la actualidad y siguiendo una larga tradición que deriva 
de la doctrina del respondeat superior, las personas jurídicas pueden ser 
condenadas por actos que hayan sido cometidos por sus empleados sin 
necesidad de que estos los cometan por autorización de la organización. Bastará 
con que el mismo actúe por y para la persona jurídica generándole un beneficio.  
2.1.b Antecedentes en el Derecho Europeo 
Por lo que respecta a Europa, el origen de la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas lo podemos encontrar en diferentes decisiones de sus propios organismos que 
no han tenido una buena acogida por parte de algunos estados miembros. A 
continuación, veremos algunos ejemplos: 




• Italia. A pesar de que durante mucho tiempo expreso su disconformidad con 
aplicar algún tipo de responsabilidad penal a las personas jurídicas, en el año 
2001 sorprende a la UE con el Decreto Legislativo nº 231/2001, del 8 de junio, 
Disciplina della responsabilita’ amministrativa delle persone giuridiche, delle 
societa’ e delle associazioni anche prive di personalita’ giuridica, que estableció 
la responsabilidad administrativa derivada de los delitos, dejando en mano de 
los tribunales la competencia para juzgar. Por lo tanto, lo que se establece es una 
responsabilidad administrativa y no penal, si bien, serán los jueces los que a 
través del correspondiente procedimiento penal determinarán la sanción penal 
que proceda. Las principales dificultades para legislar en esta materia las 
encontramos en la propia Constitución italiana que en su artículo 27 establece 
que la responsabilidad penal es personal. 
• Alemania. Tal y como establece (Sánchez, 2013) “se observa un cambio de 
pensamiento hacia la responsabilidad penal de las personas jurídicas”, pues una 
parte de la doctrina ha venido reclamando la instauración de dicha 
responsabilidad, aunque desde hace tiempo se prevén sanciones penales y 
administrativas en esta materia.  Sin embargo, no existe una normativa 
específica que la regule, lo que supone un problema puesto que muchas 
empresas aprovechan la falta de regulación de esta materia para cometer delitos 
contra la competencia. No es hasta el año 2014 cuando Alemania presenta una 
propuesta de ley que configure este sistema, sin embargo, poco se ha vuelto a 
saber sobre la misma. Así pues, en este caso estamos ante poco más que un 
sistema de sanciones administrativas por parte de los tribunales. Por lo tanto, la 
responsabilidad de las personas jurídicas en este caso es meramente de carácter 
administrativa. 
• Francia.  Nos encontramos ante uno de los primeros países europeos en 
establecer una regulación sobre la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas. En 1993 con la reforma del CP introduce una regulación que contempla 
tanto a los entes de derecho público como de derecho privado, sin embargo, tal 
y como establece (Maitena Poelemans de, 2014) “El derecho francés ya había 
abandonado el adagio societas delinquere non potest desde 1934”. Si bien, en un 
primer momento esta responsabilidad solo se podía exigir de aquellos casos 




previstos por la ley o su correspondiente reglamento, más tarde el legislador 
decide abandonar esta restricción11 y lo extiende a toda clase de delitos excepto 
cuando la ley establezca lo contrario.  
Una de las principales novedades a destacar respecto al resto de países 
analizados, tanto a nivel europeo como internacional, es el hecho de que el 
legislador prevé la extensión de dicha responsabilidad a entes colectivos 
públicos, aunque para casos muy concretos. Así lo señala (Maitena Poelemans 
de, 2014) al establecer que “El Parlamento adoptó una posición contraria y 
reconoció la responsabilidad de las colectividades territoriales y las 
colectividades de ultramar francesas así como la de sus agrupamientos pero 
únicamente en caso de infracciones cometidas dentro del ejercicio de actividades 
que pueden ser objeto de convenios de delegación de servicio público” y añade 
que “El legislador permite así reconocer que los entes colectivos públicos pueden 
ser penalmente responsables al igual de las demás personas jurídicas”. Por lo 
tanto, la legislación francesa se convierte en la primera de las analizadas en 
reconocer una responsabilidad penal directa de determinados entes públicos, lo 
que supone un gran avance respecto al derecho comparado. Si bien, excluye de 
esta responsabilidad al Estado.  
En el año 2017 aprueba la Ley Sapin II como complemento a esta regulación que 
efectúa el CP de 1993. La citada ley es de aplicación a empresas, grupos de 
sociedades y a empresas extranjeras que desarrollen su labor en el país. Busca 
acabar con las prácticas fraudulentas por parte de este tipo de colectivos y se 
suma a la lucha contra la corrupción que se esta llevando a cabo por parte de 
numerosos Estados, obligando a los citados entes a implantar un modelo 
anticorrupción que acabe con dichas prácticas.  
• Portugal. Se rompe con el aforismo Societas delinquere non potest en 1982 con 
la introducción de la responsabilidad penal de las personas jurídicas en la 
reforma del CP. Asimismo, en 1984 el Decreto - Ley 28/ 84, 20 / 1 introduce una 
regulación de dicha responsabilidad en materia de delitos económicos y contra 
la salud. Sin embargo, no es hasta el año 2007 cuando se realiza un autentico 
 
11 Con la ley n°2004-204 del 9 de marzo 2004 




desarrollo de esta temática con la reforma del CP mediante la Ley 59/2007, 4/912. 
Su ámbito de aplicación material son las personas jurídico privadas. Se excluye 
de esta regulación al Estado y al resto de organismos públicos, lo que ha 
producido el descontento de varios sectores sociales por entender que se 
excluye de esta regulación a muchas empresas privadas que reciben financiación 
pública.   
2.1.c. Antecedentes en la legislación española  
Uno de los primeros antecedentes lo podemos encontrar en la LO 8/1983 por la cual se 
iniciaba una reforma urgente y parcial del CP, en la cual se introducen una serie de 
medidas entre las cuales destacan la atribución de responsabilidad penal al que actúe 
como directivo o representante de una persona jurídica. Así se pronuncia el artículo 
15.bis que establece 
“El que actuare como directivo u órgano de una persona jurídica o en 
representación legal o voluntaria de la misma, responderá personalmente, 
aunque no concurran en él y sí en la entidad en cuyo nombre obrare, las 
condiciones, cualidades o relaciones que la correspondiente figura de delito 
requiera para poder ser sujeto activo del mismo”. 
Aunque se trataba de un primer paso hasta nuestra actual legislación, lo cierto es que 
se negaba la responsabilidad de la persona jurídica en sí dado que, según el tenor literal 
del citado precepto, esta no poseía las cualidades necesarias para ser autora de un 
hecho delictivo.  
En el año 1995, el CP sufre una segunda reforma y el art 15.bis se traslada al famoso art 
31 que cambia el concepto de directivo o representante por el de administrador de 
hecho o de Derecho, por lo que la nueva redacción establece que 
“El que actúe como administrador de hecho o de derecho de una persona jurídica, 
o en nombre o representación legal o voluntaria de otro, responderá 
personalmente, aunque no concurran en él las condiciones, cualidades o 
relaciones que la correspondiente figura de delito requiera para poder ser sujeto 
 
12 Reforma el art 11 ampliando los delitos a los que se extiende la responsabilidad de las personas 
jurídicas.  




activo del mismo, si tales circunstancias se dan en la entidad o persona en cuyo 
nombre o representación obre”. 
Así mismo, se incluye un segundo artículo, el art 129, en el que se barajan una serie de 
consecuencias accesorias si la entidad sigue en su empeño de continuar con la actividad 
ilícita.  
Con la reforma del CP a través de la LO 15/2003, de 25 de noviembre, se incorpora al art 
31 un segundo apartado que incluye una responsabilidad directa y solidaria entre la 
persona física que comete el hecho delictivo y la persona jurídica a la que pertenece, 
por lo que respecta al pago de la multa, lo que algunos autores han criticado dado que 
establecen que se esta eludiendo el principio de personalidad de las penas13.  
Sin embargo, no es hasta la reforma del CP por la LO 5/2010 que se introduce por 
primera vez en España la responsabilidad penal de las personas jurídicas tal y como hoy 
la conocemos, derogando el viejo principio por el cual no se podía culpar a las empresas 
y sustituyéndose por uno nuevo: societas delinquere et puniri potest14. Bien es cierto 
que, algunos autores afirman que el hecho de que el legislador haya reconocido que una 
persona jurídica pueda ser sancionada penalmente, no significa que la misma tenga 
capacidad para delinquir por si misma. Así lo afirma (Del Moral, 2020) en el encuentro 
digital Avances y conclusiones en la responsabilidad penal de la persona jurídica 
indicando que “las personas jurídicas no van a cometer nunca un delito”. Si bien, la STS 
154/2016, de 29 de febrero se pronuncia de manera contraria al condenar por primera 
vez a una persona jurídica en materia de responsabilidad penal por un delito contra la 
salud pública. Así pues, la sentencia señala que los tribunales deberán determinar “la 
existencia de una verdadera relación entre el delito cometido y la obtención de la 
ventaja, provecho o beneficio, directo o indirecto” no pudiendo dar por hecho la 
existencia de un provecho sin que quede demostrado, dado que se perjudicaría a la 
propia persona jurídica de no ser así. De esta misma manera se pronuncia la STS 
221/2016, de 16 de Marzo, una de las segundas sentencias más importantes que 
 
13 Principio del Derecho Penal según el cual se castiga a la persona que ha cometido el hecho delictivo y 
no se puede hacer responsable a ninguna otra. Con lo cual, solo el que comete el acto o infracción es el 
que tiene que pagar por él.  
14 Cuyo significado es: La sociedad puede delinquir y ser sancionada. 




encontramos tras la reforma del CP y la inclusión de estos órganos en nuestra legislación 
penal. Según la citada sentencia, el hecho delictivo no queda demostrado por la simple 
constatación de su comisión por parte de la persona física, sino que se ha de demostrar 
que la persona jurídica a la que pertenece aquella ha incumplido su deber de control. La 
STC señala que “La persona jurídica no es responsable penalmente de todos y cada uno 
de los delitos cometidos en el ejercicio de actividades sociales y en su beneficio directo o 
indirecto por las personas físicas a que se refiere el art. 31 bis 1 b). Sólo responde cuando 
se hayan "... incumplido gravemente de los deberes de supervisión, vigilancia y control 
de su actividad, atendidas las circunstancias del caso”. 
Para ello, es importante, tal y como podemos apreciar del propio contenido de la 
sentencia, que la persona jurídica sea conocedora del hecho delictivo y haya pasado por 
alto esos mecanismos de control, no actuando en consecuencia.  
Cabe destacar, que con esta reforma de 2010 se deroga el apartado segundo del art 31 
que se había añadido en la reforma de 2003, convirtiéndose en el nuevo art 31.bis y se 
modifica el art 129 que, en lugar de contener esas famosas consecuencias accesorias, 
pasa a regular una serie de medidas para aquellos casos en los que los entes no cuenten 
con personalidad jurídica propia.  
Este proceso culmina con la reforma de 2015, es decir, con la LO 1/2015, a través de la 
cual el art 31.bis vuelve a sufrir una modificación sustancial a nivel dogmático con la 
finalidad de aclarar el régimen jurídico de estos entes y se introducen nuevos epígrafes. 
Además, se añaden nuevos apartados a preceptos ya existentes como el 33.7 sobre las 
penas aplicables a estos entes. Si bien, dicha modificación parece no ser suficiente y un 
año después la Fiscalía del Estado emite una circular 15 con instrucciones para valorar la 
actividad de las personas jurídico privadas, así como una aclaración sobre las personas 
imputables e inimputables. Así pues, al art 31 y 31.bis se añaden el 31.ter, quater y 
quinquies con las principales novedades al respecto, como las principales causas de 
exigencia de responsabilidad, las circunstancias atenuantes o los sujetos que quedan 
exentos de esta regulación, entre otras.  
 
15 Circular 1/2016 sobre la responsabilidad penal de las personas jurídicas conforme a la reforma del 
código penal efectuada por Ley Orgánica 1/2015. 




Recapitulando, a lo largo de las diferentes reformas que ha sufrido el CP podemos 
apreciar la voluntad del legislador de adaptarse a nuevas realidades, reconociendo la 
comisión de infracciones por parte de entidades con y sin personalidad jurídica propia e 
integrando dicha responsabilidad a nuevos tipos penales, rompiendo definitivamente 
con el principio societas delinquere non potest. Si bien, llegar a un consenso doctrinal 
sigue siendo difícil aun hoy, pues siguen existiendo posiciones contrarias al respecto.  
2.2. La Administración Pública como persona jurídica 
En Derecho se atribuye el concepto de persona a aquellos que pueden ser sujetos de 
derechos y obligaciones, realizándose una distinción entre personas físicas y personas 
jurídicas. La Administración Pública es una persona jurídica a la que el derecho le 
reconoce esta capacidad. Así pues, nos encontramos ante una institución que puede 
mantener relaciones jurídicas y que tiene plena capacidad jurídica. El DPEJ define a la 
persona jurídica como aquella “Institución dotada de personalidad propia e 
independiente y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines, creada por las leyes 
o conforme a lo establecido en las mismas”. Según la RAE se trataría de una 
“Organización de personas o de personas y de bienes a la que el derecho reconoce capa
cidad unitaria para ser sujeto de derechos y obligaciones, como las corporaciones, asoci
aciones, sociedades y fundaciones”. 
Algunos autores como (Zaballos González, y otros, 2014) señalan que “Las personas 
jurídicas son aquellas organizaciones compuestas por un grupo de personas a las que se 
les reconoce la cualidad de ser sujetos de derechos”. Siguiendo esta definición, nos 
encontraríamos ante aquellas organizaciones que se regulan en el art 35 CC que señala 
que son personas jurídicas las corporaciones, asociaciones y fundaciones de interés 
público y las asociaciones de interés particular, ya sean civiles, mercantiles o 
industriales. Pero ¿es posible incluir a la Administración Pública en esta definición 
proporcionada por el Derecho Civil? Lo cierto es que, aunque las Administraciones 
Públicas son sujetos de derechos y obligaciones, la regulación de su personalidad no se 
encuentra en el Derecho Civil, sino que lo encontramos en el Derecho Administrativo. 
Así, el art 3.4 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público 
establece que “Cada una de las Administraciones Públicas del artículo 2 actúa para el 
cumplimiento de sus fines con personalidad jurídica única”, haciendo referencia aquí a 




la Administración General del Estado, las Administraciones de las CCAA, la 
Administración Local y el sector público institucional.  
 
ILUSTRACIÓN 3. Administraciones Públicas del Territorio Español 
FUENTE: Elaboración propia 
De la definición que proporciona el citado artículo podemos extraer tres tipos de 
personalidades atribuibles a estos organismos: 
- Personalidad jurídica propia. Quiere decir que el ente u organismo existe por si 
mismo.  
- Personalidad jurídica única. Los entes con este tipo de personalidad actúan bajo 
los mismos criterios en sus relaciones con otros entes o personas. No pueden 
cambiar los principios de actuación que se han estado siguiendo, dado que 
dejarían de ser congruentes consigo mismos. 
- Personalidad jurídica plena. Actúan sin limitaciones, sin estar bajo el mandato de 
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ILUSTRACIÓN 4. Tipos de personalidad jurídica de las Administraciones Públicas 
FUENTE: Elaboración propia 
Estos conceptos los encontramos en diferentes cuerpos legislativos, como en los arts 
140 y 141 de la CE que establecen la personalidad jurídica de los municipios y provincias; 
en el art 11 y 31 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Régimen Local. El art 11 señala que 
los municipios tienen personalidad jurídica y el art 31 establece que la provincia cuenta 
con personalidad jurídica propia.  
En definitiva, el hecho de que la Administración Pública cuente con personalidad jurídica 
la capacita para mantener una serie de relaciones jurídico-administrativas tales como 
emitir declaraciones de voluntad, celebrar contratos, expropiar, ser titular de bienes, 
entre otros. De esta manera, dichas instituciones quedan sujetas a control por parte de 
los Tribunales y deben servir a la sociedad prestando los servicios para los que han sido 
constituidas, pues, aunque cuenten con personalidad propia, deben regirse por lo que 
dicte en cada momento el Derecho Administrativo.  
Ahora bien, ¿puede ser sujeto responsable penalmente? Lo cierto es que no. Pese a ser 










española excluye 16 a estos entes. A diferencia de la normativa francesa, el legislador 
español ha querido en todo momento que solo las personas jurídico privadas puedan 
ser sometidas a tal responsabilidad. La responsabilidad penal en el ámbito público es 
posible, pero de manera aislada, es decir, se juzgará a la persona que cometa el ilícito, 
lo que se debe a la separación de poderes y ordenes jurídicos existentes en nuestro país. 
Se entiende que al fin y al cabo la Administración es un ente dirigido por personas y 
serán aquellas las que responderán penalmente por los delitos que cometan 
aprovechando su especial condición.  
La Administración Pública no es una empresa a la que los funcionarios puedan beneficiar 
con sus actuaciones. Es un ente que actúa por y para el ciudadano, por lo que no obtiene 
un beneficio económico como si lo obtienen las personas jurídico privadas. Sin embargo, 
hay empresas públicas que si obtienen cierta rentabilidad con la prestación de servicios 
y podrían escapar a esta regulación de las personas jurídicas, dados los diferentes 
regímenes existentes a este respecto. La Circular 1/2016, de 22 de enero, sobre la 
responsabilidad penal de las personas jurídicas conforme a la reforma del Código 
Penal efectuada por Ley Orgánica 1/2015 en un intento de aclarar este hecho y dar 
respuesta a la preocupación existente por parte de la OCDE señala que  
“la LO 1/2015 reconoce la responsabilidad penal de las sociedades mercantiles 
públicas, a las que dedica el apartado 2 del art. 31 quinquies, si bien limita las 
penas que le pueden ser impuestas a las previstas en las letras a) y g) del art. 
33.7 CP, esto es, la multa y la intervención judicial. Al referirse a las sociedades 
mercantiles públicas y no solo a las estatales, quedan también claramente 
incluidas las constituidas por las Comunidades Autónomas y las Entidades 
locales”. 
Por lo tanto, en cuanto a lo que el Sector Público se refiere, se deberá analizar la 
responsabilidad penal desde el punto de vista de aquella persona que comete el hecho 
tipificado en la ley, tal y como veremos en los siguientes epígrafes.  
 
16 Art 31 quinquies 1. Las disposiciones relativas a la responsabilidad penal de las personas jurídicas no 
serán aplicables al Estado, a las Administraciones públicas territoriales e institucionales, a los Organismos 
Reguladores, las Agencias y Entidades públicas Empresariales, a las organizaciones internacionales de 
derecho público, ni a aquellas otras que ejerzan potestades públicas de soberanía o administrativas. 




2.3. La responsabilidad disciplinaria como antecedente de la responsabilidad 
penal 
La responsabilidad disciplinaria y la responsabilidad penal tienen un alcance distinto. 
Aunque la responsabilidad disciplinaria puede darse en diferentes momentos del 
proceso y no evita ni suple otros tipos de responsabilidad que puedan producirse al 
mismo tiempo. Tratar de separar ambas tipologías es difícil y ha sido objeto de debate 
doctrinal dado que hay autores que afirman que el objeto de una y otra es el mismo: 
disuadir al infractor de persistir con su actitud.  
La responsabilidad disciplinaria se puede definir como una relación de causalidad entre 
la actividad funcionarial y el incumplimiento de la normativa a seguir. Es el resultado de 
dicho incumplimiento y supone la extralimitación o abuso de la condición de 
funcionario. Su finalidad es garantizar el cumplimiento del interés público o social.  
Así pues, la responsabilidad disciplinaria es una facultad interna de las Administraciones 
Públicas. Algo así como un mecanismo de control que evita que los funcionarios públicos 
cometan según que actos dado que de lo contrario pueden ser sancionados incluso con 
la pérdida de su condición de empleado público. Según (Lorenzo de Membiela, 2006) 
“se articula como instrumento represor” y añade que “La responsabilidad disciplinaria 
se fundamenta, por un lado, en la sujeción general del funcionario, pero sobre todo en 
la sujeción especial”, lo que hace referencia a su relación con la Administración y su 
especial condición como servidor público que les hace atender a un código ético y 
conductual al cual se ha sometido de manera voluntaria.  
De todo esto se deduce que la responsabilidad que aquí se analiza es exigible al 
funcionario público, no a la Administración en si misma, pues como ya hemos dicho se 
trata de un mecanismo de control que permite que esta pueda controlar la labor del 
empleado y responder así a la legalidad que se le exige como forma de luchar, por 
ejemplo, contra la corrupción. Así se pronuncia (Rayón Ballesteros, 2015) al señalar “La 
responsabilidad de los funcionarios es un tema determinante para el sometimiento de la 
Administración a la legalidad, para conseguir la excelencia administrativa y la lucha 
contra la corrupción”.  




Este mecanismo de control se conoce como la potestad sancionadora de la 
Administración y de esta deriva un régimen disciplinario de los funcionarios públicos que 
se regula en los artículos 93 a 98 del Real Decreto 5/2015, de 30 de octubre, por el que 
se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público 
(TRLEBEP), así como en el Título preliminar (capítulo III) de la Ley 40/2015 referente a 
los principios de la potestad sancionadora y en el Título I del Real Decreto 33/1986, de 
10 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Régimen Disciplinario de los 
Funcionarios de la Administración del Estado, que trata sobre el régimen disciplinario de 
aquellos y que se aplicará en defecto de los anteriores.  
El problema que aquí acontece es intentar integrar esta potestad en el derecho penal, 
pues en este caso el poder emana de un órgano de orden administrativo. Lo cierto es 
que hay que atender al carácter de la norma que se transgrede. Si el ilícito atiende a una 
norma administrativa será la propia Administración la que deberá sancionar. Aunque 
hay que destacar que podría darse la circunstancia de que se sancione en materia 
administrativa y penal a la vez, pues el famoso principio Non bis in idem no evita dicha 
circunstancia. Si bien es cierto que el proceso administrativo sancionador se paralizaría 
hasta la resolución del proceso penal, una vez finalizado el mismo, puede darse el caso 
de que a un empleado público se le condene penalmente por un delito de amenazas a 
un ciudadano  y que transgrede un bien jurídico protegido por el CP como es la libertad 
y seguridad de las personas, y que la Administración imponga una sanción de perdida 
de la condición de funcionario por vulnerar otro bien jurídico distinto que es la correcta 
atención ciudadana en el ejercicio de su cargo.  Teniendo en cuenta el problema 
planteado, nos encontraríamos ante una doble responsabilidad (penal y disciplinaria), 
que como ya hemos citado al principio del epígrafe, puede producirse en diferentes 
momentos del proceso por que así lo aconseja la legislación para que no se castigue dos 
veces por los mismos hechos.  
En definitiva, todo dependerá de la magnitud y alcance del ilícito, pues también cabe la 
posibilidad de que se utilice este mecanismo para castigar faltas leves que no precisan 
de un proceso condenatorio penal.   
 




2.4. La responsabilidad penal: concepto y fundamento 
Por responsabilidad penal podemos entender el deber de un determinado sujeto de 
responder ante un hecho considerado punible y antijurídico y que ha sido cometido a 
través de un acto ilícito. Esta se regula de manera indirecta en el artículo 1 del Código 
Penal al establecer en su primer apartado que “No será castigada ninguna acción ni 
omisión que no esté prevista como delito por ley anterior a su perpetración”. Además, el 
artículo 5 CP añade que “No hay pena sin dolo o imprudencia” y el artículo 27 CP 
establece una clasificación de los sujetos penalmente responsables, entre los que 
podemos encontrar autores y cómplices.  
Por lo tanto, para que haya responsabilidad penal debe cometerse un acto que infrinja 
alguna de las normas vigentes en el momento de la comisión del ilícito y debe existir 
dolo o imprudencia, entendiéndose por dolo17 la intención de dañar algo o alguien a 
sabiendas del daño que se le puede causar. Este está integrado por dos elementos: uno 
intelectivo que se basa en el conocimiento del hecho que se va a cometer; y otro volitivo 
que se basa en la voluntad de cometer el hecho. De esta manera se pronuncia el Tribunal 
Supremo en su sentencia STS 772/2004 de 16 de junio de 2004 al establecer que “El 
dolo, según la definición más clásica significa conocer y querer los elementos objetivos 
del tipo penal.” y añade que 
 
17 En derecho penal el dolo se puede clasificar en dolo directo de primer grado en el que predomina la 
voluntad, dolo directo de segundo grado en el que predomina el conocimiento sobre la voluntad y dolo 




ILUSTRACIÓN 5. Responsabilidad penal VS Deber 




 “Lo relevante para afirmar la existencia del dolo penal es, en esta construcción 
clásica del dolo, la constancia de una voluntad dirigida a la realización de la 
acción típica, empleando medios capaces para su realización. Esa voluntad se 
concreta en la acreditación de la existencia de una decisión dirigida al 
conocimiento de la potencialidad de los medios para la producción del resultado 
y en la decisión de utilizarlos”. 
Así pues, la existencia de dolo se basa en el conocimiento de que la conducta que se va 
a llevar a cabo es dañosa para el bien jurídico que se intenta proteger y existe una clara 
intención de llevar a cabo ese daño.  
Por lo que se refiere a la imprudencia18 podemos entenderla como la falta de previsión 
de un daño que se podría haber evitado y suele ser conocida como la famosa “culpa 
consciente”. En cuanto a su definición, WOLTERS KLUWER indica que “Desde un punto 
de vista estricto es la infracción de un deber de cuidado. Y desde un punto de vista amplio 
es aquella conducta humana que, por falta de previsión o inobservancia de un deber de 
cuidado, produce un resultado dañoso protegido por la ley”, por lo que cabe entender 
que es un concepto con una doble vertiente y de difícil comprensión, pues se deberán 
analizar las circunstancias que acompañan a los hechos para saber si nos encontramos 
ante este supuesto.  
 
18 Suele ser confundida con el dolo indirecto o eventual dadas algunas de sus similitudes. 






ILUSTRACIÓN 6. Elementos de la responsabilidad penal 
FUENTE: Elaboración propia 
Así pues, la responsabilidad penal comprende una serie de elementos o requisitos que 
deben estar presentes en el momento de la perpetración del ilícito y que forman parte 
del delito, tales como: 
• Imputabilidad. Se relaciona con la capacidad del ser humano para tomar sus 
propias decisiones y determinará si el sujeto puede ser imputado por un 
determinado delito, siempre que no concurra alguna de las causas por las cuales 
no se le podrá atribuir dicha responsabilidad. Por lo tanto, el sujeto debe ser 
capaz de comprender que su actuación lesiona un bien jurídico protegido. Si 
asumimos que dicho sujeto carece de esa capacidad estaremos ante un sujeto 
inimputable, pero para ello se han de dar una serie de circunstancias que se 
regulan en el artículo 20 CP: 
- Que el sujeto padezca una anomalía o alteración psíquica que le impida 
comprender su actuación; 
- Encontrarse en estado de intoxicación por consumo de alcohol, drogas, 













efectos similares y anulen la voluntad del sujeto, siempre que su consumo no 
haya sido provocado con la intención de cometer el ilícito; 
- Sufrir alteraciones en la percepción desde la infancia que le impidan 
comprender la realidad; 
- Obrar en defensa de otras personas o derechos, para lo que se debe 
constatar la necesidad de los medios empleados, la falta o no de provocación 
o la puesta en peligro del bien; 
- Encontrarse en un estado de necesidad, para lo que será necesario que el 
mal que se causa no sea mayor que el que se intenta evitar, que dicha 
situación no haya sido provocada por el sujeto y que no tenga, por razón de 
su oficio o cargo, necesidad de sacrificarse; 
- Obrar por miedo insuperable; 
- Obrar en base al cumplimiento de un deber por razón de un derecho, oficio 
o cargo.  
No obstante, en algunas ocasiones estas causas puede que no sean suficientes para 
eximir por completo al sujeto. Cierto es que se le exime de responsabilidad penal, pero 
se pueden llevar a cabo medidas de seguridad según el grado de peligrosidad que se 
estime, como por ejemplo medidas de internamiento. Dichas medidas se regulan en el 
artículo 95 CP que establece que  
“1. Las medidas de seguridad se aplicarán por el Juez o Tribunal, previos los informes 
que estime convenientes, a las personas que se encuentren en los supuestos previstos 
en el capítulo siguiente de este Código, siempre que concurran estas circunstancias: 
1. Que el sujeto haya cometido un hecho previsto como delito. 
2. Que del hecho y de las circunstancias personales del sujeto pueda deducirse 
un pronóstico de comportamiento futuro que revele la probabilidad de 
comisión de nuevos delitos.” 
Por su parte, el artículo 96 CP establece que dichas medidas podrán ser tanto privativas 
como no privativas de libertad.  




• Culpabilidad. Es uno de los principios más conocidos en Derecho penal. Se regula 
en el artículo 5 CP en los términos expuestos con anterioridad y supone realizar 
un juicio de reprochabilidad a un sujeto por un acto tipificado en la ley y, por 
tanto, antijurídico. Según dicho principio, “No hay pena sin culpabilidad y la 
medida de la pena, no puede superar la medida de la culpabilidad”, lo que quiere 
decir que si existe culpabilidad hay pena aparejada a la misma y esta no podrá 
ser desproporcionada al delito que se ha cometido.  
 
 
ILUSTRACIÓN 7. Objetivos del principio de culpabilidad 
FUENTE: Elaboración propia 
Tal y como podemos observar en la ilustración 3, el principio de culpabilidad 
posee un triple objetivo: fundamentar la responsabilidad derivada del ilícito 
cometido a través del análisis de este y para lo que habrá de apreciarse dolo o 
imprudencia; realizar una individualización de la responsabilidad derivada, de tal 
forma que la pena solo podrá ser impuesta y cumplida por aquel que haya 
cometido dolo o imprudencia; establecer el límite temporal durante el cual se 
cumplirá dicha responsabilidad.  
Por otro lado, en el artículo 10 CP podemos encontrar otra referencia a este 
principio que establece que “Son delitos las acciones y omisiones dolosas o 
imprudentes penadas por la ley”, definición que reúne este concepto junto a 









• Tipicidad. La tipicidad hace referencia a un hecho reprochable por la ley 
mediante norma escrita como es el caso de los delitos de homicidio o estafa, 
entre otros, cumpliendo así el principio “Nullum crimen sine previa lege” que 
quiere decir que solo pueden castigarse aquellas conductas que estén recogidas 
en una ley o artículo. Según INFODERECHOPENAL “Cuando el Estado considera 
que una determinada conducta pone en riesgo o efectivamente lesiona valores o 
intereses, individuales o sociales, esenciales para la convivencia pacífica (esto es, 
bienes jurídicos), trata de evitarla describiendo dicha conducta en un precepto 
legal y amenazando (o motivando) con una pena a aquéllos que la cometan”. 
Pero, lo cierto es que dicho principio ha experimentado una evolución constante 
dado que hubo cierta época en la que los jueces podían declarar un hecho como 
delictivo sin necesidad de que este estuviera recogido por una norma jurídica. 
Así pues, HERNANDEZ GARCÍA, M.J. considera que el concepto de tipicidad es un 
concepto en crisis y añade que los criterios que se toman para considerar una 
conducta típica son cambiantes y deben adaptarse a la sociedad en la que 
perviven. Además, destaca la importancia de los diferentes poderes del estado 
(legislativo, ejecutivo y judicial), pero desde la perspectiva de que cada uno 
cumpla con su función y favorezca así las del resto pues de lo contrario, establece 
que  
“la inseguridad, ya jurídica, trae consigo la confusión de funciones: 
mientras se mantiene al legislativo distraído, el ejecutivo controla como 
siempre y el judicial se ahoga entre papeles y leyes procesales bajo 
principios decimonónicos. Y éste último, El Poder Judicial, en huida hacia 
adelante, a veces se convierte en un legislativo contingente; sustitutivo 
del verdadero; que está acomodado, y, por ello, calificable de decadente”.  
Por otro lado, puede darse el caso de que una misma conducta pueda encajar en 
diferentes tipos delictivos. En ese caso, el CP prevé en su artículo 8 el 
denominado concurso de normas, figura que se emplea en aquellos casos en los 
que un mismo delito encaje en dos o más preceptos y cada uno de ellos contenga 
penas de diferente magnitud. Así pues, el artículo 8 establece una serie de reglas 
o principios a aplicar que son: 




- El principio o criterio de especialidad. Si en la comisión de un ilícito se dan las 
circunstancias que recoge la ley especial, se aplicara esta en lugar de la 
general, pues aquella es más detallada y permite subsumir el ilícito en el tipo 
delictivo.  
- El principio o criterio de subsidiariedad.   Se aplicará el tipo subsidiario en 
defecto del principal y dicha subsidiariedad puede ser tácita o expresa. Se 
debe aplicar como ultima alternativa o, lo que es lo mismo, como última ratio 
dado que se pueden llegar a lesionar intereses u otros bienes jurídicos 
protegidos.  
- El principio o criterio de consunción o absorción. Según el citado artículo “El 
precepto penal más amplio o complejo absorberá a los que castiguen las 
infracciones consumidas en aquél.”, es decir, el precepto más amplio 
absorberá al de menor alcance.  
- El principio o criterio de la alternatividad o gravedad. Es una de las últimas 
reglas que cita el precepto y se aplica en defecto de los anteriores pues el 
mismo establece la aplicación de aquella norma que contenga la pena más 
grave.  
• Acción19. Se trata de uno de los elementos más importantes de la teoría del 
delito junto con la omisión, aunque su relevancia dependerá de que la conducta 
penalmente reprochable coincida con la figura delictiva, es decir, con aquellas 
previstas en el CP. Así lo señala (Muñoz Conde, 1999) al establecer que “La 
realidad ontológica del comportamiento humano solo adquiere relevancia 
jurídico penal en la medida en que coincida con el correspondiente tipo”.  Desde 
un punto de vista social se puede concebir como un comportamiento 
moralmente reprochable que provoca consecuencias en el mundo exterior. 
Autores como (Piva Torres, 2019) señalan que “solo constituyen acción, 
socialmente relevante un comportamiento cuando afecte a la relación del 
individuo con su mundo circundante y alcance en este último sus consecuencias”, 
es decir, no resulta relevante hacer ejercicio por el mero hecho de ser una acción, 
 
19 Según el ordenamiento ante el que nos encontremos, este concepto puede tener uno u otro significado. 
Así pues, en el ordenamiento contencioso administrativo la acción se contempla como un mecanismo a 
través del cual es posible impugnar una resolución o una norma de un órgano administrativo.  




pues no tiene relevancia jurídica ni produce cambios. Estaríamos ante un dato 
sin relevancia jurídica. Lo relevante sería si haciendo ejercicio observamos como 
alguien necesita ayuda vital y omitimos el deber de socorro.   
En derecho, y más concretamente en derecho penal, una acción es el punto de 
partida a través del cual determinar la existencia o no de un hecho delictivo. Una 
acción es aquel acto que infringe una ley o una norma y por el cual se origina un 
ilícito constitutivo o no de responsabilidad penal. Requiere voluntad, aunque 
cabe destacar que en la teoría jurídica del delito también se contempla la acción 
por omisión del deber de cuidado o socorro, por lo que en determinadas 
ocasiones la omisión del deber de hacer también es equiparada a una acción. Si 
bien, en la omisión también se aprecia voluntad, la voluntad de no querer hacer 
algo. Uno de los ejemplos más típicos es el que se va a exponer a continuación: 
supongamos que tenemos un sujeto A y un sujeto B. El sujeto A se esta ahogando 
y el sujeto B que ha observado como aquel ha caído al mar no se lanza a 
rescatarle ni realiza ningún tipo de acción de auxilio, de tal forma que el sujeto A 
termina ahogándose por la no actuación de este último. El sujeto B podría alegar 
que no sabe nadar y por ello no hizo nada, sin embargo, no es motivo suficiente 
para no haber intentado rescatarle de otra forma, bien buscando a otras 
personas que hubiera en los alrededores o bien llamando a los servicios de 
emergencias para que acudan lo más pronto posible.  
Por otro lado, existen dos teorías que conciben la acción de forma distinta: la 
causalista y la finalista.  
- La teoría causalista. Uno de sus primeros impulsores fue Franz Von Liszt20. 
Según MUÑOZ CONDE, F. éste entendía la acción como un “movimiento 
corporal vinculado a través de la causalidad con una modificación del mundo 
exterior (resultado)”, es decir, para que se produzca una acción es necesario 
un movimiento corporal voluntario que dará lugar a un resultado, por ende, 
se establece una relación causa-efecto. Algunas de las críticas que se realizan 
sobre esta teoría pasan por el hecho de que la misma descarta la existencia 
de dolo y la finalidad con la que el sujeto realiza la acción, es decir, descarta 
 
20 Reconocido jurista nacido en Alemania cuyas aportaciones y teorías fueron muy importantes en 
materia de derecho penal a nivel mundial.  




el fin por el que se produce la acción. Concibe la acción como algo que se 
produce de manera natural por efecto de la naturaleza. 
 
ILUSTRACIÓN 8. Estructura de una acción según la teoría causalista de Franz Von Liszt. 
 FUENTE: Elaboración propia 
 
- La teoría finalista. Surgió para superar la teoría causalista. Su precursor más 
importante fue Hans Welzel 21 según el cual “La acción no es solo un proceso 
causalmente dependiente de la voluntad, sino por su propia esencia, ejercicio 
de la actividad final. La finalidad obedece a la capacidad del hombre de 
prever, dentro de ciertos límites, las consecuencias de su comportamiento 
causal y de conducir el proceso según un plan a la meta perseguida mediante 
la utilización de recursos”. Por lo tanto, para Welzel la voluntad siempre 
conlleva una finalidad dado que ésta ha sido orientada con dicho propósito y 
antes de que se produzca la acción el sujeto ha trazado un plan que conlleva 
a la existencia del ilícito penal. Para esta teoría el resultado será clave, 
aunque no haya intención de causar daño. Por lo tanto, concibe la acción 
como una finalidad no causal, algo que ya se ha decidido previamente. Exige 
que haya un dolo intencional. Si la acción produce otro resultado no deseado 
no existe dicha acción.  
 
 
21 Jurista de reconocido prestigio en al ámbito penal, filósofo y escritor alemán. Destacan sus teorías sobre 
el derecho natural ideal y derecho natural existencial, sus teorías sobre el positivismo, sobre el Derecho y 











             FUENTE: Elaboración propia 
• Punibilidad. Para el DPEJ se trata de una categoría adicional que se suma al resto 
de elementos del delito y que hace posible la aplicación de una pena. Algunos 
autores señalan que se trata de un elemento secundario y que hace posible 
discernir si el autor de los hechos merece o no la pena que se le va a imponer. 
De esta forma, la RAE entiende por punible “que merece castigo”. Que un hecho 
sea punible conlleva que comporta una serie de notas que propician la 
conveniencia o no de la pena. Según (Díez Ripollés, 2017) “la punibilidad busca 
determinar si es necesario formular al sujeto un juicio de responsabilidad por el 
comportamiento realizado”. Además, debe responder a tres elementos: 
- Efectividad. ¿Se logra el resultado perseguido? 
- Eficacia. ¿Produce el efecto deseado? 
- Eficiencia. ¿Los resultados obtenidos están por encima de los esperados? 
Hay un sector doctrinal que enmarca la punibilidad dentro de la utilidad o 
conveniencia de la pena desde un punto de vista político-criminal y otro sector 
que lo enmarca desde un punto de vista jurídico teniendo en cuenta las distintas 
ramas del derecho.  
Lo cierto es que un termino como el que aquí se trata no puede reducirse a la 
necesidad de la pena desde el punto de vista de un individuo, pues estaríamos 
Acción
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ILUSTRACIÓN 9. Estructura de una acción según la Teoría Finalista de Wezel 




ante una simple valoración carente de fundamento y podría incluso llegar a ser 
discriminatorio.  
Así pues, la punibilidad atiende a una serie de criterios o elementos entre los que 
destacan las condiciones objetivas de punibilidad, que se expresan en términos 
positivos y pueden ser propias o impropias, es decir, pueden agravar o no agravar 
la pena; y, las excusas absolutorias. Estas se expresan en términos negativos y, 
por lo tanto, eliminan o atenúan la punibilidad.  
• Antijuricidad. Un hecho es antijuridico cuando es contrario a derecho. Se 
convierte así en uno de los elementos más importante en la teoría del delito 
junto a la tipicidad y la culpabilidad. Según (Zambrano Pasquel, 2019) “La 
antijuricidad aparece como un juicio de disvalor del acto que no es como hubiera 
debido ser”, esto es, un juicio de valor al responsable del hecho reprochable por 
no haberse comportado tal y como se esperaba de él. Vincula al individuo con 
un comportamiento, constituyendo un mandato o prohibición para el mismo.  
La antijuricidad se analiza de manera previa a otros elementos como la 
culpabilidad dado que antes de reprochar la conducta se debe comprobar que el 
hecho es realmente contrario a derecho, entendiéndose que “la esencia de la 
antijuridicidad radica en la violación del deber de actuar o de omitir que señala 
una norma jurídica” (Salgado González, 2020).  
Algunos autores señalan que es posible realizar una distinción entre antijuricidad 
formal y antijuricidad material. Así pues, estaríamos ante una antijuricidad 
formal cuando un hecho es contrario a derecho, es decir, es subsumible en 
alguna figura contemplada en la legislación vigente. Además, estaríamos ante 
una antijuricidad material cuando, además, el hecho reprochable a causado un 
daño a un bien jurídico protegido y, por ende, se ha producido un resultado. 
Por lo que respecta al fundamento de la responsabilidad penal, existen diversas teorías 
que tratan de explicar este concepto partiendo del hecho de que la persona posee libre 
albedrio y, por lo tanto, es capaz de tomar sus propias decisiones. Así, la teoría clásica 
coincide en esta definición de la libertad del individuo. Por el contrario, el positivismo 
niega el libre albedrio y aboga por una responsabilidad de tipo social.  




Por lo tanto, si recapitulamos, la responsabilidad penal es aquella por la cual responde 
un determinado sujeto, que siendo libre ha decidido de manera voluntaria dentro de 
sus capacidades cometer un acto que infringe una ley o norma y que daña o lesiona un 
bien jurídico protegido, dándose todos o parte de los elementos que forman parte de la 
teoría del delito.  
2.5. El dolo y la imprudencia atribuibles a la Administración Pública 
¿Puede cometerse dolo o imprudencia por una Administración Pública? Esta es una de 
las principales cuestiones que nos pueden suscitar tras analizar la normativa en torno a 
la responsabilidad de las personas jurídicas y la responsabilidad penal y sus elementos, 
lo que trataremos de aclarar a continuación.  
El dolo y la imprudencia no pueden ser cometidos por una Administración Pública por sí 
misma, pues, aunque se le reconoce personalidad jurídica y, por ende, es una persona 
jurídica, los entes del sector público no entran dentro de la normativa que recoge la 
responsabilidad penal de las personas jurídicas tal y como ya hemos aclarado 
anteriormente.  
Por lo tanto, el dolo e imprudencia se debe analizar aquí desde el punto de vista del 
empleado público que presta servicio en dichos organismos, dado que solo aquel podrá 
ser responsable penalmente de sus actuaciones y responderá ante los Tribunales y ante 
la institución con la que mantenga una relación laboral.  
Lo cierto es que, en los delitos especiales que solo pueden ser cometidos por 
funcionarios públicos, el dolo es un requisito indispensable y muchos de los mismos no 
tendrían cabida sin la existencia de este. Así pues, poco sentido tiene el delito de 
prevaricación, de abandono de destino, la infidelidad en la custodia de documentos o el 
cohecho, entre otros muchos, si no existe dolo por parte de quien comete el hecho 
tipificado en la ley, que, debemos recordar que es la voluntad de cometer dicho acto. 
Atendiendo al principio de culpabilidad presente en el art 25.1 CE, sería prácticamente 
imposible condenar a alguien al que no se le puede imputar un delito cometido con dolo 
o culpa. Por lo tanto, en la mayoría de los casos, los delitos contra la administración 
pública solo admiten un dolo directo. 




Cierto es que, fuera de estos casos, un funcionario también puede cometer otro tipo de 
delitos como el homicidio. Los delitos tipificados en la ley se agravan si el funcionario los 
comete prevaleciéndose de su condición o especial relación con la Administración. En 
este caso, si fuese posible admitir otras figuras como el dolo eventual.  
Así se ha pronunciado la jurisprudencia en diferentes ocasiones, como en la STS 
4360/2018 referente a un delito de prevaricación. El alcalde de un ayuntamiento dicta 
una resolución arbitraria a sabiendas de su ilegalidad, siendo advertidos en aquel 
momento por uno de los concejales. El Tribunal Supremo señala que el delito de 
prevaricación “requiere la intencionalidad dolosa, con dolo directo y no eventual, pues 
la expresión "a sabiendas" impide la concurrencia de una situación de potencial 
representación mental, y el obrar indiferente al respecto, sino que exige el tipo penal que 
el autor obre con conciencia y voluntad de querer infringir la norma, de una forma, no 
meramente ilegal, sino arbitraria”. 
También es posible que se cometa un error de subsunción, es decir, un mal diagnostico 
jurídico a la hora de calificar el hecho delictivo, lo cual permitiría constatar la ausencia 
de este elemento. Un ejemplo podría ser que un tribunal tipificara un hecho delictivo y 
lo subsumiera dentro de alguna de las figuras que prevé la ley y que, con posterioridad, 
otro tribunal determine que no existe dolo y que la figura que se ha empleado en la 
resolución es errónea. Pero fuera de este caso, el dolo es un elemento exigible en los 
delitos contra la Administración Pública.  
Por lo que respecta a la imprudencia, en los delitos contra la Administración Pública no 
hay un delito especifico que prevea esta figura, siendo por tanto inexistente, excepto en 
el CP de 1995 que contemplaba ciertos tipos como el delito de prevaricación imprudente 










3. MARCO LEGAL 
3.1. Marco normativo internacional 
El sector público español lleva años haciendo frente a diversos desafíos como 
consecuencia de la aparición de nuevas formas delictivas, lo que pone en riesgo el 
normal y correcto funcionamiento de las instituciones que lo integran, vulnerando sus 
intereses y la de todos los ciudadanos. Algunos de los desafíos más importantes se 
centran en la lucha contra la corrupción, que, si ha sido siempre un problema, con la 
aparición de las nuevas tecnologías de la información este se ha incrementado, 
aumentando la necesidad de reforzar el sistema jurídico existente con la ayuda de 
diferentes instituciones.  
A nivel internacional tienen especial relevancia varios convenios, pactos y 
recomendaciones de distintas instituciones que tratan de fortalecer las relaciones 
políticas, sociales y económicas entre los Estados o entidades firmantes, así como 
profundizar sobre la materia para que los casos que abarque sean más extensos, como 
puede ser el Convenio de la ONU contra la corrupción, el Código Iberoamericano de 
Buen Gobierno o el Pacto Global de la ONU. Sin embargo cobran especial importancia 
dos instituciones y su respectivos Convenios y Recomendaciones: Transparencia 
Internacional (TI) y la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico 
(OCDE).  
Por lo que respecta a TI, es una organización no gubernamental cuya actividad se centra 
en combatir la corrupción en diferentes sectores entre los que se encuentran los 
gobiernos. Aborda la corrupción desde el punto de vista de quien realiza la actuación y 
el que se deja corromper.  Se autodefine como ‘una organización de la sociedad civil que 
lidera la lucha contra la corrupción. Se une a las personas en una poderosa coalición 
mundial para poner fin a los efectos devastadores de la corrupción en los hombres, 
mujeres y niños de todo el mundo. La misión de TI es provocar un cambio en todo mundo, 
para convertirlo en zona libre de corrupción’.   
Se trata de una institución formada por más de 100 delegaciones que se encuentran 
repartidas por diferentes partes del mundo y que persiguen la consecución de los 




objetivos en esta materia. Su principal objetivo es inculcar a todos los países valores 
sobre transparencia y rendición de cuentas  
Fue fundada en 1993 por Peter Eigen y su mayor éxito ha sido lograr que se monitorice 
el Objetivo de Desarrollo Sostenible 16 de la Agenda 2030 que se encuentra ligado 
directamente con la lucha contra la corrupción.   
En cuanto a Transparencia Internacional España, trabaja desde hace varios años para 
inculcar una cultura de apertura de los datos y de transparencia de la información, para 
lo que han adoptado el Plan Estratégico 2017-2020 y un Plan de trabajo anual.  
Por otro lado, es uno de los órganos encargados de elaborar índices sobre corrupción y 
transparencia a nivel nacional e internacional. Destacan:   
• Índice de Percepción de la Corrupción (IPC). Refleja el nivel de corrupción en los 
diferentes países del mundo, revelando que países avanzan y cuáles no, 
clasificándolos de 0 a 100 puntos donde 0 es un país muy corrupto y 100 un país 
muy transparente. En el año 2017 España obtuvo 57 puntos sobre 100 y se 
posicionaba en el puesto 45 de los 180 países.   
• Barómetro Global de la Corrupción (BGC). Integra 5 barómetros regionales sobre 
corrupción incluyendo informes sobre varias regiones del mundo. Según TI ‘A 
través de las diversas valoraciones de este Barómetro Global 2017 se obtiene 
una radiografía mundial de aspectos muy diversos relacionados con la visión y la 
experiencia ciudadana respecto a la corrupción, la implicación de los respectivos 
gobernantes frente a este importante problema, el nivel de sobornos existente 
en cada país, etc.’.   
• Índice de Fuentes de Soborno (IFS). Clasifica a los países exportadores en función 
de la posibilidad de que sus empresas realicen sobornos en el extranjero.   
• Informe Global de la Corrupción (IGC). Realiza un informe sobre la corrupción en 
diferentes ámbitos (deporte, contratación pública, etc.) a través de estudios y 
artículos de diferentes autores. 
Así mismo TI a firmado convenios con diferentes instituciones, entre los que destacan:  
- Convenio con el Observatorio de Contratación Pública; 




- Convenio con la Generalitat Valenciana; 
- Convenio con el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno; 
- Convenio con la Fiscalía General del Estado; 
- Convenio con el Consejo General del Poder Judicial; 
- Convenio con la Federación Española de Municipios y Provincias.  
En el mismo sentido, también se han firmado convenios con diferentes partidos 
políticos, como con el PSOE, UPyD, C’s y CDC.  
Cabe destacar que, en la actualidad ha creado una Comisión de Transparencia y 
prevención de la Corrupción en Licitaciones y Contratos del Sector Público para impulsar 
medidas y políticas tendentes a una mayor transparencia en la materia, cuya finalidad 
no es otra que la de acabar con las prácticas poco éticas. Así se les ha transmitido a los 
diferentes partidos políticos que poseen convenios con esta institución para que 
consideren dichas medidas a la hora de elaborar sus programas electorales. También se 
ha realizado una propuesta de mejora de la Ley de Contratos del Sector Público como, 
por ejemplo, que se publiquen los contratos menores en los portales de transparencia 
o la creación de un órgano de control en materia de transparencia y corrupción que 
controle la celebración de los contratos, así como todo su proceso o la modificación de 
los ya existentes.  
Por lo que respecta a la OCDE, ha sido una de las primeras instituciones internacionales 
en expresar su preocupación acerca de como las empresas públicas pueden llegar a 
evitar la normativa de las personas jurídicas para cometer delitos como fraudes fiscales, 
blanqueo de capitales u otros delitos íntimamente ligados con la corrupción.  
La OCDE es un organismo internacional intergubernamental creado en 1960 y cuya 
principal sede se encuentra en Paris. En la actualidad la integran 38 países cuyos 
gobiernos trabajan conjuntamente para intentar poner fin a problemas sociales, 
económicos y políticos.  





ILUSTRACIÓN 10. Estructura organizativa OCDE 
FUENTE:  Elaboración propia a partir de los datos disponibles en oecd.org 
 
Su estructura organizacional, tal y como podemos observar en la ilustración 10, se 
compone de un Consejo que adopta la labor de supervisión y dirección del organismo y 
que se compone de cada uno de los representantes de los países miembros que adoptan 
por consenso las decisiones de los temas a tratar. Cada una de las reuniones estará 
presidida por el Secretario General. Por otro lado, tenemos los Comités que son un total 
de 300 y que se integran por grupos de expertos y de trabajo especializados en todos y 
cada uno de los ámbitos que integran la política pública de un país. Finalmente, tenemos 
la Secretaría de la OCDE que integra cada uno de los departamentos que realizan tareas 
de investigación y análisis en diferentes ámbitos: jurídico, económico y sociológico, 
entre otros.  
En el tema que aquí estamos tratando, destaca de este órgano la Recomendación sobre 
Integridad Pública que persigue acabar con la corrupción señalando que es “la principal 
preocupación de los ciudadanos, por encima de la globalización o la migración”. Indica 
que, el sector público comprende diversos organismos y se integra por funcionarios 












una mala gestión que deriva en problemas de corrupción 22 o decisiones improcedentes. 
A través de dicha recomendación la OCDE expresa, por tanto, su preocupación por 
diversos temas que afectan al sector público como la rendición de cuentas, la 
transparencia, la participación, la sociedad civil y la integridad de todo el sistema. 
Destaca la importancia de aplicar sanciones a aquellos organismos, empresas y personal 
que se prevalezcan de su especial condición para abusar del sistema, siendo necesario 
fijar normas de contenido más estricto.  
Por otro lado, destacan también: 
- El Convenio de Lucha Contra la Corrupción de Agentes Públicos Extranjeros 
en las Transacciones Comerciales Internacionales23; 
- La Recomendación sobre medidas fiscales para reforzar la lucha contra la 
corrupción de funcionarios públicos extranjeros en las transacciones 
comerciales internacionales; 
- La Recomendación para reforzar la lucha contra la corrupción de funcionarios 
públicos extranjeros en las transacciones comerciales internacionales; 
- La Recomendación sobre Contratación Pública; 
- La Recomendación del Consejo sobre la mejora de los comportamientos 
éticos en el servicio público24; 
- La Recomendación del Consejo sobre principios de gobernanza pública de las 





22 En este sentido, cuando se habla de corrupción se abordan otros delitos como los de malversación, 
trafico de influencias, abuso de poder, etc., entendiéndose por tanto todo el abanico de delitos que 
comprende el CP en su Título XIX.  
23 En su art 2 habla sobre la responsabilidad de las personas jurídicas estableciendo que “Cada Parte 
tomará las medidas que sean necesarias, de conformidad con sus principios jurídicos, para establecer la 
responsabilidad de las personas jurídicas por la corrupción de un agente público extranjero”. En los 
comentarios sobre este Convenio incide en que, si un país no tiene una legislación en materia de 
responsabilidad penal de las personas jurídicas, no se verá obligado a aplicar dicho precepto.  
24 La importancia de esta Recomendación parte del hecho de propiciar las buenas prácticas en la 
Administración Pública.  




3.2. Legislación Europea 
La normativa de la UE también tiene especial relevancia en esta materia. Así pues, 
encontramos en primer lugar el Protocolo establecido sobre la base del artículo K.3 
del Tratado de la Unión Europea, del Convenio relativo a la protección de los intereses 
financieros de las Comunidades Europeas, hecho en Dublín el 27 de septiembre de 1996, 
que realiza especial hincapié en los funcionarios que cometan actos de corrupción que 
afecten a los intereses económicos de la UE. Estos deberán ser sancionados por parte 
de los Estados miembros. Además, se trata de reforzar los mecanismos de acción penal 
a este respecto. En el caso de las personas jurídicas, se propone que no puedan 
participar en licitaciones públicas.  
Por otro lado, a diferencia de la legislación internacional, a nivel europeo si se recoge la 
responsabilidad penal de las personas jurídico públicas en diferentes directivas. Se debe 
tener en cuenta que estamos ante un tema de reciente implantación, dado que, dejando 
de lado a Francia que es el único país con una trayectoria más amplia y relevante en este 
aspecto, el resto de los países tanto europeos como internacionales están regulando 
sobre esta temática desde 2015 en el caso de España o desde fechas cercanas a esta en 
el resto de los casos.  
En otros casos, la legislación que se ha adoptado no se ha analizado lo suficientemente 
y solo perseguía entrar en organismos como la OCDE, por lo que no recoge ciertas 
situaciones que se puedan dar en el marco de los diferentes Estados. Y cuando hablamos 
de regular nos referimos a una regulación más extensa que abarque esas situaciones 
que todavía no se han contemplado como es el hecho de que las empresas públicas 
puedan llegar a escapar a este tipo de normativas.  
Las directivas europeas son disposiciones normativas que vinculan a los Estados 
miembros a conseguir una serie de objetivos, pero estos deberán adoptar su propia 
legislación para conseguir el resultado que la directiva persigue. Por lo tanto, su 
aplicación no es directa y su ámbito de aplicación es general para el común de los países.  




Las principales directivas que destacan a este respecto son la Directiva 2014/24/UE25 
sobre contratación pública o la Directiva UE 2018/167326 relativa a la lucha contra el 
blanqueo de capitales mediante el Derecho penal.  
Así mismo, en materia de responsabilidad penal destacan algunos reglamentos 
europeos que intentan acabar con todas las formas de corrupción. En este sentido, un 
reglamento es un acto jurídico de alcance general y aplicación directa en todos los 
Estados miembros de la UE. Tiene por objeto que la materia que se regula en el mismo 
se aplique de manera uniforme en aquellos, no teniendo por lo tanto un destinatario 
especifico, sino que va dirigido al conjunto de la población. Así pues, su carácter es 
vinculante.  
Los reglamentos que destacan a este respecto son el REGLAMENTO (UE) 2017/160127 
por el que se establece el Fondo Europeo de Desarrollo Sostenible (FEDS), la Garantía 
del FEDS y el Fondo de Garantía del FEDS; y, el REGLAMENTO (UE) 2021/785 28por el que 
se establece el Programa de la Unión de Lucha contra el Fraude. 
Finalmente, tienen especial transcendencia la Resolución 24/97 del Consejo de 
Europa sobre los veinte principios rectores de la lucha contra la corrupción, 
la Recomendación R (2000) 10, del Comité de Ministros de los Estados miembros sobre 
códigos de conducta para los funcionarios públicos, adoptada el 11 de mayo de 2000, y 
la Recomendación R (2003) 4, del Comité de Ministros de los Estados miembros relativa 
a las reglas comunes contra la corrupción en la financiación de partidos políticos y 
campañas electorales, adoptada el 8 de abril de 2003. 
 
25 Establece incentivos para aquellas empresas públicas que adopten programas de Compliance Penal y 
colaboren con los Tribunales.   
26 Pese a que exceptúa al Estado y otros organismos públicos de la misma, realiza una recomendación en 
su apartado 7 que insta a los Estados miembros a “considerar la posibilidad de prever sanciones más 
severas para los titulares de cargos públicos según sus respectivos marcos nacionales y de conformidad 
con sus tradiciones jurídicas”. 
27 Insta a todos los Estados en su apartado 13 (así como en otros apartados) a “la lucha contra la 
corrupción, la delincuencia organizada y los flujos financieros ilícitos, la buena gobernanza, la inclusión de 
los mercados locales, el fomento del espíritu empresarial y los entornos empresariales locales y el respeto 
de los derechos humanos y el Estado de Derecho, así como políticas con perspectiva de género”. 
28 Propaga la cooperación entre los Estados miembros en materia de lucha contra el fraude a modo de 
salvaguardar los intereses económicos de la Unión, así como a luchar contra la corrupción y toda aquella 
actividad ilegal.  




3.3. Legislación Nacional 
A continuación, vamos a ver las fuentes de derecho interno que legislan en materia de 
responsabilidad penal en las Administraciones Públicas, o, lo que es lo mismo, aquella 
normativa que trata de evitar que el personal que mantiene una relación laboral con 
alguna institución pública cometa delitos contra las mismas.  
Hasta el momento, se ha profundizado en las fuentes externas, como son la legislación 
europea con sus correspondientes directivas y reglamentos, y, también, en los 
convenios y otra normativa internacional de los organismos más relevantes.  
En España, atendiendo a la pirámide de Kelsen, la Constitución es la norma suprema de 
nuestro ordenamiento. Las normas inferiores no podrán contradecir las superiores 
atendiendo al principio de jerarquía.  
 
ILUSTRACIÓN 11. Estructura del Ordenamiento Jurídico Español según la pirámide de Kelsen 
FUENTE: Pirámide de Kelsen. Elaboración propia 
 
Aunque el tema que aquí tratamos es evidentemente penal, lo cierto es que podemos 
encontrar referencias en las diferentes fuentes. Así pues, la CE en su art 103.3 señala 
que será la ley la que “regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la 
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del ejercicio de su derecho a sindicación, el sistema de incompatibilidades y las garantías 
para la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones” y en su art 106.1 añade que “Los 
Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación 
administrativa, así como el sometimiento de ésta a los fines que la justifican”. 
Asimismo, la actuación de las administraciones públicas y de sus funcionarios se 
fundamenta en una serie de principios generales que se recogen en el artículo 3 de la 
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, tales como: 
a. Servicio efectivo a los ciudadanos. 
b. Simplicidad, claridad y proximidad a los ciudadanos. 
c. Participación, objetividad y transparencia de la actuación administrativa. 
d. Racionalización y agilidad de los procedimientos administrativos y de las 
actividades materiales de gestión. 
e. Buena fe, confianza legítima y lealtad institucional. 
f. Responsabilidad por la gestión pública. 
g. Planificación y dirección por objetivos y control de la gestión y evaluación de los 
resultados de las políticas públicas. 
h. Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados. 
i. Economía, suficiencia y adecuación estricta de los medios a los fines 
institucionales. 
j. Eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos. 
k. Cooperación, colaboración y coordinación entre las Administraciones Públicas. 
Además, los funcionarios públicos deberán tener en cuenta otros principios del derecho 
tales como: 
- Principio de legalidad. Todas las actuaciones provenientes del sector público 
deben regirse por este principio que no es otro que el de someterse a la 
legalidad de las normas y no actuar de manera contraria a las mismas.  




- Principio de igualdad. Este principio deriva del art 14 de la CE y supone tratar 
con igualdad aquellos supuestos que sean de análoga similitud. No se podrán 
realizar diferencias sin que estas estén acreditadas y tengan un fundamento 
lógico.  
- Favor libertatis. En caso de duda o falta de pruebas se deberá actuar de la 
manera menos restrictiva para el particular, de forma que se favorezca su 
libertad.  
- Non venire contra factum proprium29. La Administración Pública no podrá ir 
en contra de lo que ya ha reconocido con anterioridad. Sobre este principio 
se han pronunciado muchos autores que coinciden en el hecho de que el 
administrado se puede crear sus propias expectativas, invirtiendo parte de 
su tiempo. Si se actúa en contra de lo preestablecido se le puede causar un 
daño injusto.  
- Non bis in idem. se regula en el art 25 CE. A través de este principio de lo que 
se trata es de evitar la duplicidad de las sanciones. Es decir, sancionar dos 
veces por el mismo hecho y sujeto. Tal y como ya se ha explicado en el 
apartado correspondiente, este principio quiebra cuando tenemos un 
proceso penal y un proceso administrativo que tratan de juzgar una serie de 
hechos. El proceso administrativo se deberá paralizar hasta la resolución del 
penal. 
- Interés público. Aquel que beneficia a la comunidad o parte de esta. No se 
podrá utilizar para ir en contra de otros principios o limitar derechos 
fundamentales.  
Por lo que respecta a las leyes y reglamentos, cabe citar el Real Decreto 5/2015, de 30 
de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto Básico del 
Empleado Público que establece el régimen disciplinario de los funcionarios públicos. 
Así, se señala un régimen de faltas muy graves, graves y leves con sus correspondientes 
sanciones según el tipo de infracción cometida.  
 
29 Sobre este principio existen muchas posiciones. Para que pueda aplicarse se deben constatar una serie 
de requisitos como que el acto sea inequívoco, que no exista margen de error, que la expectativa generada 
por el individuo sea razonable, etc.  




Para completar la citada normativa hay que hacer alusión al Capítulo III, Título I de la Ley 
40/2015 que establece la potestad sancionadora de la Administración y al Título II del 
Real Decreto 33/1986, de 10 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Régimen 
Disciplinario de los Funcionarios Públicos.  
Toda esta normativa se complementa con el Titulo XIX del Código Penal referente a los 
delitos contra la Administración Pública (arts 404 a 445). Por lo tanto, además de la 
legislación anteriormente citada y que se podrá tener en cuenta a la hora de 
fundamentar los hechos delictivos, se aplicarán en materia de responsabilidad penal 
estos preceptos. También podrán ser de aplicación otras leyes en materia de corrupción, 
según el caso de que se trate, como la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, 
Acceso a la Información Pública y Buen Gobierno, que en su Título II referente al Buen 
Gobierno dedica varios artículos a un régimen de infracciones y sus correspondientes 
sanciones.  
Destacan aquí otro tipo de leyes dedicadas a la lucha contra el fraude y la corrupción en 
el ámbito de las Administraciones Públicas como el Real Decreto 515/2013, de 5 de julio, 
por el que se regulan los criterios y el procedimiento para determinar y repercutir las 
responsabilidades por incumplimiento del Derecho de la Unión Europea; la Ley General 
de Subvenciones, la cual contempla que las personas jurídico públicas puedan ser 
responsables en materia de infracciones administrativas en su art 53; la Ley General 













4. RESPONSABILIDAD PENAL DEL PERSONAL AL SERVICIO DE LA 
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA EN DELITOS RELACIONADOS CON LA 
CORRUPCIÓN Y OTROS DELITOS. 
4.1. La corrupción en el sector público 
En la actualidad, la corrupción es una práctica bastante extendida a nivel mundial. En 
España los casos de corrupción en este sector empezaron a emerger de forma progresiva 
a partir de la crisis económica iniciada en el año 2008, convirtiéndose en un cáncer que 
afecta a la buena gestión de los servicios públicos y que quiebra la confianza ciudadana 
en las instituciones de nuestro país, destruyéndolas y quebrantando el principio de 
democracia que impera en nuestro sistema institucional. Se trata de prácticas 
totalmente abusivas por parte de aquellos que ostentan el poder y que mantienen una 
especial relación de empleo con dichos entes.  
Algunos autores definen la corrupción como aquella que “se expresa mediante el uso de 
oportunidades desde posiciones públicas o privadas, para obtener beneficios grupales o 
personales” (Baque-Cantos, 2020) o como aquella que deriva en “Una mala 
administración o un mal gobierno dolosos en el ejercicio de poderes públicos que no 
busca el interés general sino el beneficio de una persona física o jurídica” (Ponce Solé, 
2012). Quizás, la primera imagen que nos llega a la mente cuando pensamos en el 
concepto de corrupción es la entrega o aceptación de dinero, regalos o favores por parte 
de quienes dirigen, sin embargo, la corrupción puede expresarse de varias formas como 
el uso de información para fines ilícitos, la evasión de impuestos, los fraudes fiscales, el 
tráfico de influencias, delitos contra la salud pública, etc.  
Aunque en la mayoría de los casos el fin puede parecer de tipo económico, la corrupción 
también es llegar a posiciones de poder o a cargos en la función pública mediante 
favores.  Por lo tanto, estamos ante un concepto de gran alcance y magnitud que no se 
puede reducir a una simple definición.  
Lo cierto es que, aunque la corrupción admite diversas formas y se puede presentar en 
diversos ámbitos y sectores, en lo que atañe al sector público se puede clasificar en dos: 
corrupción administrativa y corrupción política. Esta ultima implica a altos cargos o 
directivos, miembros del gobierno y miembros de partidos políticos; mientras que la 




primera es aquella que se produce por parte de aquellas personas que desempeñan 
funciones en organismos públicos, es decir, prestan servicios a la ciudadanía, como por 
ejemplo un administrativo, y, por lo tanto, se prevalecen de su condición para cometer 
ciertos ilícitos.  
En todos los casos, se pueden apreciar una serie de notas características tales como la 
desviación de poder, búsqueda de un lucro personal y no cesante que no tiene que ver 
con los fines que persigue la organización, falta de transparencia en sus actuaciones 
mediante la ocultación de su actividad, evasión de los mecanismos de control impuestos 
por los agentes políticos y sociales, etc.  
 
 
ILUSTRACIÓN 12. Figuras que representan la corrupción 
FUENTE: Elaboración propia 
Pero ¿Qué es lo que causa la corrupción en el sector público? Desde el punto de vista 
del individuo es lo que muchos llaman causas exógenas y endógenas o, lo que es lo 















Impunidad de los actos Falta de ética  
Estructura legislativa débil Educación deficiente 
Transparencia deficiente Desconocimiento 
Falta de mecanismos de control Distorsión de la realidad30 
Modelo social que transmite valores irreales Pocas expectativas laborales/salariales 
Excesivo poder de discreción Insuficiente confianza en su potencial 
 Poco nivel cultural 
 
ILUSTRACIÓN 13. Causas de la corrupción en el individuo 
FUENTE: Elaboración propia a partir de (Baque-Cantos, 2020) 
Lo que evidencian este tipo de causas es que nos encontramos ante un ordenamiento 
jurídico que no se adapta a la realidad actual, con una deficiente transmisión de valores 
que dificultan lograr la excelencia del nivel educativo y la inexistencia de auténticos 
mecanismos de control que disuadan al individuo de cometer dichas prácticas, dado que 
en la mayoría de los casos se ha demostrado una creciente impunidad.  
¿Qué provoca todo esto?: 
- Incertidumbre económica y quiebra del sistema económico;  
- Prestación de servicios a la ciudadanía deficiente; 
- Incremento de la desconfianza ciudadana; 
- Reducción de la transparencia; 
- Quebrantamiento del principio de Buen Gobierno; 
- Incremento de la desigualdad; 
- Enriquecimiento injusto y desigual; 
-  Incremento del egoísmo entre la población; 





30 Visión materialista fomentada por las expectativas de la sociedad en el individuo. 




4.2. Evolución histórica  
Aunque anteriormente se ha señalado que la corrupción empezó a emerger con mayor 
magnitud a partir de la crisis económica de 2008, lo cierto es que esta figura es una de 
las más antiguas que pueda existir en nuestra sociedad. 
Así pues, debemos viajar a Egipto, donde podemos encontrar sus primeras 
manifestaciones con Ramsés IX al denunciarse en documento público por Pesser, un 
funcionario del Rey, los negocios corruptos de otro funcionario con una banda de 
delincuentes que se dedicaba a profanar tumbas. A partir de entonces surge en Egipto 
la primera Ley contra el Soborno que declaraba la pena capital contra aquellos que 
aceptaran este tipo de prácticas.  
Posteriormente, en Grecia se utiliza por primera vez el termino corrupción por parte de 
uno de los mayores filósofos de la época que conocemos hoy en día: Aristóteles. Hasta 
el arquitecto del famoso Partenón se vio envuelto en un caso de corrupción.  
Si bien, es por todos conocidos que una de las sociedades más antiguas con mayor 
concentración de poder y que ha sido el epicentro de los más sonados casos de 
corrupción de la antigüedad es la antigua Roma, donde eran muy comunes las prácticas 
de soborno para concentrar votos o se utilizaba como práctica habitual la 
“commendatio”, lo que hoy conocemos como enchufismo laboral. Otra práctica muy 
recurrente era el trafico de estupefacientes. Según (Perea Yébenes, 2008)  
“Los romanos tenían un concepto de la política diferente: lo más importante era 
el honor. Para llegar a la cumbre, el candidato tenía que tener currículo: haber 
ocupado cargos, tener una educación y proceder de una buena familia. Pero, 
además, tenía que tener patrimonio ya que había de presentar una fianza a 
principio del mandato. Y cuando finalizaba, se hacían las cuentas. Si te habías 
enriquecido, tenías que devolverlo todo”.  
Yébenes señala que, a pesar de ello, en Roma existía una doble moral: mientras que en 
el ámbito público realizar este tipo de prácticas era algo insólito, en el ámbito privado 
se pasaban por alto.  




Durante la época en la que mayor auge tuvo la religión católica los delitos de corrupción 
disminuyeron aparentemente, ya que se conciencio al ciudadano de que estas prácticas 
eran pecado. Sin embargo, la Iglesia Católica a protagonizado durante muchos siglos los 
mayores casos de corrupción (y muchos otros), entre los que destaca el blanqueamiento 
de dinero.  
Durante la revolución industrial estas prácticas fueron en aumento, pese al surgimiento 
de nuevas clases sociales. El enriquecimiento de la clase burguesa mediante prácticas 
fraudulentas fue un hecho.  
Ya entrados en el Siglo XX, instituciones como la ONU se han visto envueltas en este tipo 
de prácticas, convirtiéndose en un foco constante de conflictos pese a que fue creada 
para evitarlos. Según (Frattini, 2005) “la ONU se convirtió en lo que hoy es: uno de los 
mayores centros de corrupción en el mundo”. Según este autor, la ONU se ha visto 
envuelta durante toda su trayectoria en escándalos de todo tipo: corrupción, delitos 
sexuales, acoso, etc.  
Durante la transición española, con los gobiernos de Adolfo Suarez y Calvo Sotelo, han 
sido numerosos los casos de corrupción en nuestro país. Algunos de los más sonados 
son: 
- Caso aceite de colza. El 20 de mayo de 1989 se juzgo a varias empresas por 
el envenenamiento masivo de la población española con aceite de colza 
adulterado. Las cifras se sitúan en 25.000 afectados y más de 300 fallecidos 
y el tema se trato como un caso epidemiológico, pero lo cierto es que 
estábamos ante un caso de fraude en el que se mezclaron varios 
componentes para venderlos de manera clandestina en el mercado y 
obtener beneficios a partir de este aceite procesado.  
- Caso Fidecaya. Uno de los primeros casos protagonizados por una entidad de 
ahorro en 1980. Aprobó la Cédula Fidecaya-Ahorro Premiado a pesar de que 
la misma no había pasado los informes técnicos, creando un pasivo poco 
creíble dados los resultados de sus inversiones. El propietario de dicha 
entidad fue procesado por estafa.  




- Caso PSV. Otro de los casos más sonados relativo a la promoción de viviendas 
a bajo precio para trabajadores. A raíz de la quiebra de la promotora se 
verificaron una serie de irregularidades a través de las cuales se pudo 
comprobar que se estaba ante un caso de fraude para el enriquecimiento 
ilegal de UGT y del gerente de la promotora.  
Tras este breve recorrido histórico podemos llegar a la conclusión de que la corrupción 
es un mal que asola el mundo desde tiempos casi inmemoriales. El abuso de poder forma 
parte de la picaresca española, que se encuentra entre uno los países donde mayor 
corrupción existe tal y como veremos mas adelante. El ciudadano español tiene asumido 
este hecho. Ya no nos extrañamos cada vez que sale un caso en los medios de 
comunicación referente a este tipo de prácticas. Y de esta misma manera se ha 
consolidado la desconfianza en las instituciones públicas. El individuo también ha 
interiorizado el hecho de que existe el fraude en este tipo de instituciones y que no se 
puede confiar al cien por cien en ellas. Sabemos que hay corrupción e incluso muchas 
personas llegan a entender que se produzcan esta clase de hechos y lo cierto es que 
muchos ciudadanos, dada su precaria situación, realizarían este tipo de prácticas. Pero, 
el problema que tenemos aquí es que muchos de quienes cometen fraude o se 
enriquecen de manera injusta no lo hacen por que tengan una necesidad, sino por que 














4.3. Instituciones de prevención de la corrupción en el sector público en España y 
en la Comunidad Valenciana 
El hecho de que la corrupción se haya convertido en una práctica usual ha derivado en 
la necesidad de crear instituciones que luchen contra las mismas, siendo su labor crucial. 
A continuación, veremos algunas de las instituciones más relevantes a nivel nacional y 
local.  
4.3.a Subdirección General de la Inspección de Servicios de la Administración General 
del Estado. 
Órgano perteneciente a la Dirección General de Gobernanza Pública encargado de la 
inspección y mejora de los servicios de la Administración General del Estado y sus 
organismos dependientes. Según el Ministerio de Política Territorial se encarga de la 
“fijación de criterios que faciliten la atención a los ciudadanos mediante el análisis 
integral de quejas y sugerencias, determinación de criterios generales para la definición 
de programas ministeriales de las Inspecciones Generales de Servicios departamentales 
y seguimiento de su implantación, promoción, dirección y coordinación de planes de 
inspección específicos para evaluar la eficacia y eficiencia de los servicios, y promoción 
de programas de formación especializada e intercambio de las metodologías y técnicas 
aplicadas”.  
Dicho organismo se regula por el Real Decreto Real Decreto 799/2005, de 1 de julio, por 
el que se regulan las inspecciones generales de servicios de los departamentos 
ministeriales que establece entre sus funciones las de supervisar e inspeccionar la 
actuación de los organismos, unidades y departamentos, realizar auditorías internas, y 
promover los comportamientos éticos entre los empleados públicos, entre otras. Por lo 
tanto, de entre sus funciones encontramos la de generar un comportamiento ético entre 
los funcionarios que prestan servicio para la AGE, entendiéndose por comportamiento 
ético las buenas prácticas en cuanto a su conducta se refiere.  
4.3.b La Agencia Valenciana de Prevención y Lucha contra el Fraude y la Corrupción 
La Agencia Valenciana Anti-Corrupción es una entidad adscrita a las Cortes con 
personalidad jurídica propia y plena capacidad de obrar para el cumplimiento de sus 
fines. Desarrolla su actividad bajo una actuación independiente a cualquier otro 




organismo, colaborando con el Ministerio Fiscal y los Tribunales cuando es conocedora 
de algún delito.  
Fue creada mediante Ley 11/2016, de 20 de noviembre, de la Generalitat 
Valenciana, que se modificó posteriormente por la Ley 27/2018, de 27 de diciembre, de 
medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera y de organización de la 
Generalitat, como instrumento para luchar contra la corrupción al amparo del art 49.1.1 
del Estatuto de Autonomía de la Comunitat Valenciana que confiere a la Generalitat 
competencia para el autogobierno de sus instituciones. Además, su creación obedece al 
mandato de la Convención de Naciones Unidas 31sobre la creación de órganos que 
realicen labores de lucha y prevención de la corrupción. Su actividad tuvo comienzo en 
julio del año 2017. 
Señala que su misión es “fortalecer la actuación de las administraciones e instituciones 
públicas valencianas para evitar que se produzca un deterioro moral y un 
empobrecimiento económico que redunde en perjuicio de la ciudadanía valenciana”, por 
lo que su ámbito competencial estará integrado por: 
- La Administración de la Generalitat; 
- Universidades Públicas; 
- Administración Local; 
- Sindicaturas; 
- Las Cortes; 
- Corporaciones de derecho público; 
- Asociaciones constituidas por la Administración de la Generalitat y sus 
organismos dependientes; 
- Empresas públicas de la Generalitat; 
- Partidos políticos de la Generalitat; 
- Organizaciones sindicales; 
 
31 En su artículo 6.1 establece que “Cada Estado Parte, de conformidad con los principios fundamentales 
de su ordenamiento jurídico, garantizará la existencia de un órgano u órganos, según proceda, encargados 
de prevenir la corrupción con medidas tales como: 
a) La aplicación de las políticas a que se hace alusión en el artículo 5 de la presente Convención y, cuando 
proceda, la supervisión y coordinación de la puesta en práctica de esas políticas; 
b) El aumento y la difusión de los conocimientos en materia de prevención de la corrupción”. 
 




- Organizaciones empresariales; 
- Cualquier otra entidad que este financiada por la Administración de la 
Generalitat o cualquiera de sus organismos dependientes u otras 
administraciones de la comunidad.  
 
ILUSTRACIÓN 14. Estructura organizativa de la Agencia Valenciana Antifraude 
FUENTE: Agencia Valenciana Antifraude 
Por lo que respecta a sus funciones, entre las mismas encontramos: 
- Investigación de irregularidades de fondos públicos; 
- Investigación, prevención y alerta de conductas sospechosas que comporten 
el lucro personal de aquellos que desempeñan funciones en cualquiera de 
los organismos citados con anterioridad, así como cualquier otro tipo de 
aprovechamiento contrario al ordenamiento jurídico;  
- Investigación de actos contrarios al ordenamiento jurídico; 
- Evaluación de los instrumentos y medidas de control existentes;  
- Investigación y análisis de la actividad derivada de la contratación 
administrativa; 




- Asesorar al Consell, a las Cortes y a la Generalitat;  
- Emitir dictámenes no vinculantes cuando así se lo soliciten; 
- Colaborar con los diferentes órganos señalados; 
- Colaborar con aquellos órganos que se hayan creado con la misma finalidad 
en el ámbito estatal o europeo; 
- Colaborar en la creación de una cultura social que rechace la corrupción y 
todas sus formas; 
- Llevar a cabo y fomentar actividades en las que participe la sociedad civil; 
4.3.c Oficina Antifraude de Catalunya 
La Oficina Antifraude de Cataluña tiene como objetivo preservar la transparencia e 
integridad de las Administraciones Públicas y del personal a su cargo, investigando 
posibles casos de corrupción como aquellos consistentes en la desviación de fondos 
públicos, uso indebido de la información y aprovechamiento personal.  
Creada a través de la Ley 14/2008, de 5 de noviembre, su actividad comenzó a finales 
del año 2009. Su actividad está controlada por el Parlamento de Cataluña a quien debe 
rendir cuentas de su gestión y se desarrolla en torno a dos ejes: la prevención de la 
corrupción y la investigación de los casos existentes.  
Todas las administraciones catalanas y entidades dependientes de aquellas quedan 
sujetas a colaborar con la actividad de la entidad, sujeción que se extiende a la población 
civil, así como a las personas jurídico privadas.  
Por lo que respecta a su actividad, sus funciones giran en torno a la prevención, la 
investigación, el asesoramiento, la formación, el seguimiento de las investigaciones 
activas y la concienciación de la ciudadanía y el sector privado mediante su implicación 










5. ANÁLISIS DE DATOS 
La corrupcion en todas sus variantes expresa el concepto de responsabilidad penal en el 
ambito del sector público. Como ya se ha indicado, el termino corrupción comprende 
todos los delitos contra la Administración Pública que se recogen en la legislación 
vigente. Para apoyar el contenido analizado en los anteriores epigrafes se ha 
considerado conveniente aportar una serie de datos estadisticos que verifican y añaden 
valor a la información proporcionada en el presente trabajo.  
En primer lugar, tenemos el Índice de Percepcion de la Corrupción, uno de los principales 
barometros a nivel mundial en el ambito del sector público creado por Transparencia 
Internacional para medir el nivel de percepcion de corrupcion en este sector y que 
expesa de que manera se utiliza el poder para el beneficio privado.  
Tal y como podemos observar en al Ilustración, se produce una tendencia lineal entre 
los años 2012 a 2020, con un ligero descenso por lo que respecta al año 2018 (4 puntos), 
lo que quiere decir que ha disminuido la percepción que se tiene sobre la corrupción.  
ILUSTRACIÓN 15. Percepción de la corrupción en España 
FUENTE: Statista 




Los datos indican que contra el indice se acerca más a 0 hay una mayor percepción, 
mientras que si se acercan a 100 la percepción es menor. En este sentido, España se 
encuentra en un punto intermedio que refleja la clara necesidad de seguir trabajando 
en mecanismos de control que mejoren esos datos.  
Asi mismo, apoyandome en el dato aportado sobre el cual se ha destacado que los 
españoles tienen interiozada la corrupción como algo alarmantemente normal, según 
encuestas realizadas por RTVE y que recoge en su portal STATISTA, más de un 90% de 
los españoles piensa que los políticos son corruptos. Cierto es que esta encuesta es 
referente a altos cargos y no refleja la opinion acerca de si tambien consideran que 
quienes trabajan en la administración pública son corruptos o podrían dejarse 
corromper.  
 










ILUSTRACIÓN 17. Países con mayor percepción de la corrupción 
FUENTE: Statista 
En la actualidad, los principales países con mayor percepción de la corrupción son 
Somalia y Sudan del Sur. En la Ilustración 17 podemos observar los 15 países con mayor 
percepción a nivel mundial.  
 
 





ILUSTRACIÓN 18. Países con menor percepción de la corrupción 
FUENTE: Statista 
Asimismo, entre los países en los que existe menor percepción de la corrupción se 
encuentran Nueva Zelanda y Dinamarca. Entre ellos también encontramos algunos de 
los que hemos analizado tales como Alemania, a pesar de que como se ha indicado, no 
cuenta con una legislación muy desarrollada por lo que respecta a responsabilidad penal 
de las personas jurídicas.  





ILUSTRACIÓN 19. Países con casos de corrupción más sonados 
FUENTE: Statista 
Por lo que respecta a los países en los que se han producido los mayores casos de 
corrupción de la historia hasta el día de hoy y partiendo del año 1980, observamos que 
Estados Unidos se encuentra a la cabeza, algo totalmente lógico si tenemos en cuenta 
el famoso common law que tanto nos ha aportado a nivel jurisprudencial.  
 





ILUSTRACIÓN 20. Confianza de los españoles en el sistema legal 
FUENTE: Statista 
Finalmente, por lo que respecta a la confianza que tienen los españoles en el sistema 
legislativo vigente, más de un 70% de la población encuestada señala que no confía, lo 













CONCLUSIONES Y PROPUESTAS DE MEJORA 
CONCLUSIONES  
Tras el correspondiente análisis acerca de la responsabilidad penal en las 
Administraciones Públicas, las conclusiones obtenidas son las siguientes:  
1. La Administración Pública es una persona jurídica que actúa de manera 
independiente con plena capacidad jurídica y de obrar.  
2. Como persona jurídica, se ha tratado de realizar un análisis previo desde el 
punto de vista de este sector para entender el por que dichas instituciones 
no pueden ser responsables penalmente y responder por sus propios actos. 
El problema que encontramos es la falta de desarrollo normativo al respecto 
y la diversidad de criterios y opiniones. Mientras que hay un sector que 
considera que carece de fundamento incluir al Estado y sus organismos 
dependientes en la normativa que regula la responsabilidad de las personas 
jurídicas, otro considera que es un error no hacerlo dado que se crea un vacío 
legal en cuanto a aquellas empresas públicas que aprovechan esta regulación 
para realizar actos fraudulentos.  
3. La mayor parte de los países han asumido su total exclusión de la regulación 
referente a la responsabilidad de las personas jurídicas, excepto Francia que 
si contempla en su legislación a una parte de sus organismos públicos.  
4. Pese a que ha quedado demostrado que la Administración, de momento, no 
puede responder por si misma ante los hechos que se cometan por cuenta 
de aquella, ha previsto una serie de mecanismos de control que intenten 
disuadir a los funcionarios de cometer prácticas abusivas que puedan 
quebrantar el sistema y restar valor a los servicios que se prestan a la 
ciudadanía.  
5. La responsabilidad disciplinaria se configura como un mecanismo disuasorio 
que se controla a través de la potestad sancionadora de la Administración. 
Así, se configura todo un mecanismo de faltas e infracciones disciplinarias 
graduables según la gravedad de los hechos que pueden incluso afectar a la 
relación de empleabilidad que tiene el funcionario con la administración.  




6. Cobra especial relevancia el concepto de responsabilidad penal y todos los 
elementos de la teoría del delito dado que todo nuestro sistema actual se 
asienta bajo estos principios. Las diferentes corrientes existentes abogan por 
el hecho de que para poder cometer un hecho tipificado en la ley se requiere 
una reacción física, un movimiento voluntario o la interacción de sujetos. Sin 
embargo, este hecho a mi entender es subsumible para cualquier tipo de 
entidad, ya sea pública o privada, dado que cuando hablamos de dolo o 
imprudencia lo atribuimos a una persona real de carne y hueso, no ha un 
edificio donde se encuentra la entidad u organismo X.  
7. Por lo que respecta al dolo y la imprudencia, en los delitos contra la 
administración pública solo tiene cabida el dolo directo. Carece de sentido 
traficar con influencias por imprudencia o tomar una decisión arbitraria con 
imprudencia, dado que se requiere de una voluntad clara de cometer ese 
hecho.  
8. Se han observado ciertas deficiencias a la hora de realizar una diferenciación 
entre la persona jurídica pública y la privada. En los antecedentes legislativos 
analizados observamos la importancia de que, para que una persona jurídico 
privada sea responsable penalmente, tiene que quedar totalmente 
acreditado que el que actúa y comete el hecho tipificado lo hace para 
beneficiar de alguna forma al ente y no para obtener un provecho personal 
ajeno a la entidad. ¿Acaso no puede darse esta circunstancia en organismos 
públicos? Todos somos conocedores de hechos tales como aquel funcionario 
que trabaja para un ayuntamiento y ha sido requerido por un alto cargo para 
que destruya información. ¿No es esto actuar para el beneficio de una 
persona jurídica como lo es la Administración? Lo cierto es que sí, pero no se 
contempla en la legislación vigente porque nos encontramos ante un sistema 
obsoleto que solo tiene en cuenta las figuras más antiguas de la historia y no 
se adapta a nuevas realidades sociales.  
9. La manifestación más clara de como la responsabilidad penal puede tener 
cabida en una administración pública hoy en día son los delitos que el CP 
define como contra la administración y que se engloban en el amplio 




concepto de la corrupción. Así, delitos como el de malversación, blanqueo de 
capitales, prevaricación, etc., entran dentro de dicho concepto.  
10. La corrupción es uno de los males más antiguos que aborda la sociedad. Pese 
a los intentos de los diferentes gobiernos de hacer frente a la misma 
mediante la creación de algunas leyes, sigue siendo insuficiente y se 
necesitan herramientas más efectivas que atajen los problemas existentes. 
La dificultad se encuentra en que quienes crean las leyes también son 
conocedores de como eludir las mismas, con lo que al final se acaban 
aplicando a un sector de la sociedad dado que el otro cuenta con los 
mecanismos necesarios para que su conducta quede impune.  
11. En España existen una serie de instituciones que se encargan de velar por el 
correcto funcionamiento de los servicios públicos, así como de inculcar una 
conciencia ética y una cultura anticorrupción. Sin embargo, se trata de 
instituciones que trabajan en dependencia de otros organismos públicos y 
rinden cuentas a los mismos. Las encontramos en el ámbito de las CCAA, sin 
embargo, a nivel estatal no existe un organismo único que haya sido creado 
por nuestro país, pues cabe recordar que Transparencia Internacional España 












PROPUESTAS DE MEJORA  
A continuación, se van a desarrollar una serie de propuestas con la intención de mejorar 
el actual sistema de responsabilidad vigente en el sector público, para lo que se tendrá 
en cuenta la realidad social que vivimos y que hace necesaria la evolución del sistema.  
En primer lugar, considero necesaria la creación de una institución a nivel nacional 
especializada en la materia en la que se puedan apoyar las diferentes oficinas 
anticorrupción existentes en cada Comunidad Autónoma, de manera que estas rindan 
cuentas y dependan de aquella y no de organismos públicos. Además, existe la 
necesidad de crear un Protocolo Anticorrupción único con agentes formados y 
especializados que tomen decisiones en base al principio de interdicción de la 
arbitrariedad, esto es, en beneficio del interés público y realicen auditorias internas 
similares a las que se realizan por los organismos de inspección laboral. Así mismo, dicho 
órgano podría establecer un canal de denuncias a través del cual los funcionarios 
pudieran denunciar hechos de los que son conocedores y que no denuncian por miedo 
a la represión que puedan sufrir.  
En segundo lugar, animar al Estado español a que siga los pasos de Francia y sea uno de 
los países pioneros en incluir en su normativa a las instituciones públicas como personas 
jurídicamente responsables, esto es, añadir un nuevo apartado al artículo 31 del CP y 
desarrollar una ley que en su exposición de motivos evidencia la necesidad de no 
mantener al margen de esta responsabilidad al sector público.  
Finalmente, en la lucha contra la corrupción a nivel estatal, algunas posibles mejoras 
podrían ser: 
- Introducir en el sistema educativo español formación en la materia a través 
de asignaturas para crear una conciencia cívica desde edades muy 
tempranas.  
- Eliminar el sistema de indultos.  
- En el caso de crear una institución a nivel nacional que se encargará de este 
tipo de casos, que la misma trabajará en cooperación con otras instituciones 
como puede ser el Ministerio de Trabajo y el de Función Pública para que se 
mejorara el sistema de retribuciones y la carrera profesional, de forma que 




se potencie lo que cada funcionario puede aportar al sistema y no vean la 
corrupción como una forma de mejorar su estabilidad financiera o 
profesional. La corrupción no debe ser la vía a través de la cual se escale a 
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Por lo que se refiere a su vinculación con el tema tratado en este TFG cabe destacar que 
muchos de los problemas a los que se enfrentan las Administraciones Públicas hoy día 
impiden cumplir con algunos de los ODS que recoge la Agenda. Muchas de estas 
instituciones han tratado de integrarla promoviendo políticas tendentes a la 
consecución de los objetivos marcados por la misma, así como las diferentes metas.  
Este trabajo aborda tanto de manera directa como indirecta los ODS y de qué manera 
podemos cumplir con ellos, pues se tratan algunos temas tales como la corrupción, la 
malversación u otro tipo de delitos que afectan a nuestra sociedad en el seno de las 
instituciones públicas.  
El objetivo principal del presente trabajo es analizar quien es el sujeto penalmente 
responsable en el caso de comisión de ilícitos en el ámbito de las Administraciones 
Públicas y que tipo de ilícitos se pueden llegar a cometer. Si observamos la estructura 
de los 17 ODS podemos llegar a la siguiente conclusión: 
El presente trabajo tiene su base directa en los Objetivos de Desarrollo Sostenible 
número 16 (Paz, Justicia e Instituciones Sólidas) y número 17 (Alianzas para lograr los 
Objetivos). Asimismo, se puede establecer una relación indirecta con otros ODS como 
con el número 8 (Trabajo decente y crecimiento económico) y número 10 (Reducción 
de las desigualdades).  
En definitiva, el tema que abarca nuestro estudio se vincula con los siguientes ODS y 
metas:   
• ODS 8. Trabajo decente y crecimiento económico. Se trata de conseguir un 
empleo público inclusivo y decente. Con la mejora de las condiciones laborales 
en el seno de la Administración se puede evitar que los funcionarios se vean 




tentados a cometer ciertos actos ilegales. No se trata únicamente de una mejora 
en las condiciones económicas, sino también en la forma de acceso a la función 
pública o en la forma de escalar dentro de los propios niveles, por citar algunos 
ejemplos. Se debe mejorar un sistema que hoy ha quedado obsoleto y con el cual 
muchos funcionarios no se sienten valorados o realizados profesionalmente.  
Las metas con las que se relaciona son: 
- 8.5. Pleno empleo y trabajo decente; 
- 8.8. Derechos laborales y trabajo seguro. 
• ODS 10. Reducción de las desigualdades. Reducir la desigualdad en el seno de la 
Administración Pública con el fin de que en cada puesto haya una proporción 
igualitaria de sexos, así como favorecer el acceso de personas jóvenes, 
rejuveneciendo la plantilla de dichas instituciones. Se debe realizar un control 
más eficiente en la forma de acceso, reducir los favoritismos en la corrección de 
los exámenes tratando de evitar que el jurado tenga relación con alguno de los 
aspirantes, de manera que se propicie la imparcialidad.  
Las metas con las que se relaciona son: 
- 10.2. Inclusión social, económica y política; 
- 10.3. Igualdad de oportunidades; 
- 10.4. Políticas fiscales, salariales y de protección social.  
• ODS 16. Paz, Justicia e Instituciones Sólidas. Las Administraciones Públicas a 
través de sus correspondientes funcionarios tienen el deber y la obligación de 
servir a los ciudadanos sin realizar actuaciones negligentes que conduzcan a un 
beneficio personal. La lucha contra la corrupción se ha convertido en uno de los 
temas más controvertidos por haberse producido un incremento de casos en los 
últimos años, lo que supone un desafío a la hora de cumplir con este objetivo. Es 
por ello por lo que muchas de estas instituciones han implantado portales de 
transparencia donde se rinden cuentas, como forma de ser más transparentes y 
luchar contra la corrupción. Asimismo, se intenta promover la participación 
ciudadana en diversos ámbitos, como es el caso de los presupuestos 
participativos. De esta manera los ciudadanos deciden de entre varias opciones 
en que invertir el presupuesto de un municipio, de manera que ese dinero no 
pueda destinarse a otras cosas o ser desviado de su finalidad.  




Las metas con las que se relaciona son: 
- 16.5. Corrupción y sobornos;  
- 16.6. Instituciones eficaces y transparentes;  
- 16.7. Participación ciudadana; 
- 16.10. Acceso a la información y libertades fundamentales. 
• ODS 17. Alianza para conseguir los objetivos. Trabajar de manera unida entre 
todas las instituciones se convierte en algo fundamental para conseguir el resto 
de los objetivos, así como para cumplir con cada una de las metas que establece 
la Agenda 2030. Por lo tanto, con este objetivo lo que se pretende es la 
colaboración entre instituciones públicas, privadas y dependientes de aquellas 
con el fin de fomentar una actividad más transparente y evitar la comisión de 
ilícitos en el seno de estas.  
Las metas con las que se relaciona son: 
- 17.14. Coherencia de políticas; 




ILUSTRACIÓN 21. ODS vinculados con este TFG 
Fuente: elaboración propia 
